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Se puede apreciar en la actualidad que la percepción de la inseguridad, es alta; lo que 
origina incertidumbre y temor entre la sociedad, lamentablemente este factor de temor y 
inseguridad está asociado con el accionar de adolescentes que cometen infracciones y 
delitos, en cuyos muchos casos del accionar de estos adolescentes han pasado de cometer 
delitos menores a la comisión de delitos graves. 
En la realidad actual en la cual vivimos observamos que menores infractores tras la 
aplicación de las medidas sancionadoras penales, vuelven a delinquir en crímenes como: 
robo, violación, homicidio, sicariato, entre otros mostrándose inmunes ante la aplicación 
de las mencionadas medidas. Y la sociedad, claro está,  demanda soluciones; más que una 
falta, que se le considere un delito, lo cual surge ahí un debate en torno al castigo o pena 
que se le debe imponer. 
El presente trabajo de investigación está orientado a “La comisión de delitos graves en 
adolescentes en la ciudad de Chiclayo en el período 2017”, debiendo reformar el régimen 
penal determinando para que se considere sujeto imputable por la comisión de delitos 
graves cometidos  por adolescentes, por la razón que a estos menores la legislación 
nacional les faculta cierta capacidad para adquirir derechos y realizar ciertos actos jurídicos 
como el matrimonio, adquisición del título profesional que los autorice a ejercer una 
profesión u oficio. 
Es decir  a los adolescentes se les considera como personas capaces, por lo tanto también 
deben responder penalmente por los delitos graves cometidos, y ser juzgados por los jueces 
penales comunes y leyes penales ordinarias, dado que las sanciones que se imponen a los 
adolescentes que cometen delitos graves son inadecuadas, ya que no logran una 
rehabilitación social del menor infractor, además están protegidos y garantizados por ser 
considerados sujetos inimputables, situación que es aprovechada para continuar en actos 
delictivos. 








It can be seen at present that the perception of insecurity is high; what causes uncertainty 
and fear among society, unfortunately this factor of fear and insecurity is associated with 
the actions of adolescents who commit offenses and crimes, in whose many cases the 
actions of these adolescents have gone from committing minor crimes to committing 
crimes serious. 
 
In the current reality in which we live we observe that minor offenders after the application 
of criminal sanctions measures, re-offend in crimes such as: robbery, rape, homicide, hired 
killers, among others showing themselves immune from the application of the 
aforementioned measures. And society, of course, demands solutions; more than a fault, 
that is considered a crime, which arises there a debate about the punishment or penalty that 
should be imposed. 
 
This research work is aimed at "The commission of serious crimes in adolescents in the 
city of Chiclayo in the period 2017", having to reform the criminal law determining to be 
considered subject attributable to the commission of serious crimes committed by 
adolescents, for the reason that to these minors the national legislation empowers them 
certain capacity to acquire rights and to realize certain juridical acts as the marriage, 
acquisition of the professional title that authorizes them to exercise a profession or trade. 
 
In other words, adolescents of 16 years of age are considered capable persons, therefore 
they must also respond criminally for the crimes committed, and be judged by ordinary 
criminal judges and ordinary criminal laws, given that the sanctions imposed on 
adolescents 16 years who commit serious crimes are inadequate, since they do not achieve 
social rehabilitation of the child offender, they are also protected and guaranteed by being 
considered unimputable subjects, a situation that is exploited to continue in criminal acts. 
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I.1 Realidad Problemática. 
En la legislación conocida con el nombre de intermedia, destaca el Peinlinche 
Gerichtsordnung del emperador Carlos V. Tal es así que Viñas (1983) describió: 
“acoge las enseñanzas romanas, al asimilar la minoría de la enajenación y 
al aceptar el examen de dolo que, comprobado por consejo de entendidos, 
hacía responsable al menor (axioma de malitia suplet etatem). En su art. 
164 al ladrón menor se le imponía pena de castigo corporal y renuncia 
eterna a vengarse (en lugar de la pena capital), pero si se trataba de un 
muy peligroso o gran ladrón- previa consulta a un Consejo- podías ser 
penado en bienes, cuerpo o vida con tal que se acreditase que tenía la 
malicia de los mayores. Para otros delitos se repetía la consulta al Consejo 
o a jueces superiores, a afectos de saber realmente si el menor carecía de 
sentido moral. En otras palabras se trataba de establecer si el menor poseía 
suficiente “discernimiento” (para distinguir el bien del mal), problemática 
que se inició en el Derecho Romano, continúo con el Derecho canónico y 
siguió con la practicas jurisprudenciales de las ciudades italiana del 
medioevo. Cuando se constataba el dolo capacitas (o discernimiento, al fin) 
el infante podía ser castigado con látigo o varillas – siguiendo dictamen de 
Carpzovio de 1635- aunque posteriormente que más que una pena, su 
ejecución debía llevar a una corrección por fuerte impresión en el niño. Tal 
ejecución era cumplida por los tribunales, en casos de delitos graves, y de 
lo contrario, por los padres o maestros del menor (...) Impúberes de infantia 
próxima podían sufrir destierro, cárcel o penas corporales, si cometían 
hechos de gravedad, reservándose la pena capital para casos de suma 
gravedad que el delincuente ejecutara con malicia supina (astucia, 
perfidia), sin poderse abrigar esperanzas de enmienda (Así, el Tribunal de 
Escabinos de Leipzig, por causas de incendios intencionales en 1615 y 1617 
dictó sendas sentencias ordenando la decapitación de un muchacho y una 
muchacha, en lugar de imponer la pena de hoguera reservada a los 





aún se la reducía si se constataba una magna stupiditas o en casos de 
ínfimas transgresiones”. (Viñas, 1983, p. 28) 
Según Contreras (2012) refiere: 
“En el derecho romano en el año 449 a. C. mediante la Ley de las XII 
Tablas empieza la historia de la humanidad de los menores, cuando 
cometían un delito, eran tratados de igual manera que los adultos, 
posteriormente fue apareciendo un tratamiento jurídico penal diferenciado 
así se advierte en las Leyes de Manú (India), Considera a la pubertad como 
límite para otorgar al niño un trato diverso que el proporcionado al adulto. 
Será hasta la época clásica cuando se reconoce la inimputabilidad penal 
del menor. Actualmente con el modelo de responsabilidad, el menor es 
considerado como persona; se postulan los principios de tipicidad del 
hecho, presunción de inocencia, proporcionalidad; los jueces de 
adolescentes son de carrera judicial, la medida de internamiento es por 
tiempo mínimo, se respeta la garantía de debido proceso, además de 
procurar la reparación del daño, la compensación y la conciliación. En 
consecuencia el menor se somete a un régimen especial y por tanto no es 
inimputable ya que responde por las consecuencias de sus actos. 
Si existe acuerdo que la imputabilidad penal como concepto jurídico- penal 
consiste en una capacidad psíquica del sujeto para que se le atribuyan las 
acciones que realiza, y si la posición dominante actual -no la única- 
concibe la imputabilidad como “capacidad para comprender el carácter 
ilícito de la conducta y de actuar conforme a esa comprensión” resulta 
entonces que nos lleva al absurdo de generalizar que todo menor de edad 
tiene problemas de orden cognitivo, volitivo, afectivo o que está afectado en 
todas las esferas del desarrollo psíquico y en consecuencia es 
inimputable”.(Contreras, 2012, p.3,4) 
Es importante tomar en cuenta que la justicia penal juvenil ha ido evolucionando y 





“En el año 1899 en Chicago (Illinois) se creó el Primer Tribunal Juvenil, 
experiencia que luego se implantó en Europa. Este hecho marco la 
culminación de un prolongado proceso de reforma que comenzó a inicios 
del siglo XIX y que significó la superación de criterios que sometían a los 
menores de edad que cometían un hecho punible a los juzgados y 
procedimientos de los adultos. Las críticas formuladas a ésta concepción, 
dieron lugar a determinadas modificaciones sustantivas. La primera, 
consistió en separar a los menores detenidos de los adultos, creándose 
centros especializados para ellos. Luego, a mediados del siglo XIX se 
elaboraron las primeras leyes de menores en Inglaterra y luego en Estados 
Unidos. Finalmente, se crearon tribunales de menores que marcó el cambio 
integral de la visión del tratamiento de los infractores de una norma 
penal”. (Palomba, 1995, p.11) 
Durante las primeras décadas del presente siglo esta tendencia se extendió en 
América Latina. 
Citando a García Méndez (2008) mencionó: 
“fue la primera etapa de reforma jurídica en lo que se refiere al derecho de 
la infancia de 1919 a 1939, se introduce la especificidad del derecho de 
menores y se crea un nuevo tipo de institucionalidad: la justicia de 
menores. En el caso de nuestro país, el Código de Menores de 1962, fue la 
primera norma que dio un tratamiento orgánico a los menores que se 
encontraban en tal situación, aunque es necesario recordar que el Código 
Penal de 1924 contenía ya normas específicas aplicables a los menores de 
edad que infringían una norma penal. Así, los artículos 137º a 149º y 410º a 
416º, contenía disposiciones relacionadas con el tratamiento de los menores 
infractores, las  medidas que se les podían aplicar y la jurisdicción a la que 
eran sometidos en base a los postulados básicos de la Doctrina de la 
Situación Irregular". (García, 2008, p. 12) 
El 14 de agosto de 1989 en Perú surge la historia de la justicia juvenil, como un 





del Niño de 1989, la cual recoge el concepto de la doctrina de la protección integral del 
menor y el principio del interés superior del niño y del adolescente. 
Con la incorporación en América Latina de la Convención Internacional sobre los 
Derechos del Niño a los sistemas jurídicos nacionales se han producido a nivel normativo 
cambios sustanciales en la manera de concebir a los niños, a los jóvenes y a sus derechos. 
Independientemente de que en efecto se haya producido  un cambio legal en los 
países de la región, a nivel doctrinario se debaten los alcances de la concepción de los 
niños como sujetos plenos de derecho y la noción de interés superior del niño, otra 
definición que se usaba en el modelo de la situación irregular y que ahora requiere una 
conceptualización en el nuevo marco legal. 
Tal como cita el Informe Final de la Unicef (1993) 
“El proceso que han seguido los países de América Latina luego de 
ratificar la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño ha sido 
caracterizado como un proceso de triple vía. En algunos países la 
ratificación del mencionado instrumento internacional no ha producido 
impacto alguno o, en todo caso, ha tenido un impacto político superficial. 
En otros países se ha llevado a cabo una adecuación meramente formal o 
eufemística de las normas de derecho interno al instrumento internacional. 
Finalmente, otros países han realizado o se encuentran en proceso de una 
adecuación sustancial de su orden jurídico interno al instrumento 
internacional”. (Cf UNICEF/Tacro, Informe final. Reunión de puntos 
focales. Área Derecho del Niño, Paipa, 6 al 9 de diciembre de 1993, p. 16) 
El Código de los Niños y Adolescentes de Perú recoge la propuesta de adecuación 
sustancial del Estatuto de Brasil y establece un sistema muy similar en relación con los 
infractores de la ley penal. Similar descripción del principio de legalidad (delito o falta) y 
similar exclusión de los niños, quienes según el artículo 208 “serán pasibles” de medidas 
de protección, lo que plantea idéntico problema con la derivación automática de los niños 





El Código regula la cuestión sin entrar en la discusión sobre responsabilidad o 
inimputabilidad. Las garantías y disposiciones de carácter procesal se encuentran aún 
menos detalladas que en el Estatuto de Brasil, el contradictorio se encuentra debilitado y 
ello se refleja en la implementación de la ley. 
En concordancia con estos instrumentos internacionales, el Estado Peruano ha 
adecuado su normatividad promulgando el Código de los Niños y Adolescentes en 1992 y 
modificándolo por Ley 27337 del año 2000, estableciendo una serie de medidas de 
carácter socio-educativo para todo adolescente infractor, entre las cuales se encuentra 
la internación, sólo como último recurso. 
El Perú la ratificó la convención y se obligó a cumplirla. La promulgación del 
Código de los Niños y Adolescentes (24 de diciembre de 1992 - D. L. 26102), tocante a 
este punto Hernández (2010) menciona: 
“Significó un cambio de paradigma en el tratamiento legal frente a los 
adolescentes, por la superación en el plano legal de la llamada doctrina de 
la situación irregular. Y la adopción de la doctrina de la protección 
integral. Dos son los aspectos fundamentales en este cambio de perspectiva: 
los niños y adolescentes no son ya objeto de compasión y represión sino 
sujetos derechos en proceso de desarrollo; y en segundo lugar, en el ámbito 
penal se establece una normatividad exclusiva para el adolescente infractor 
diferenciándolo del menor en estado de abandono”. (Hernández, 2010, 
p.16) 
Doctrina que ha sido seguida por el actual Código de los Niños y Adolescentes 
promulgado el 07 de agosto del 2000 – Ley 27337. En este código se agregó lo referente al 
pandillaje pernicioso. El Decreto Legislativo Nº 990 modificó el artículo IV del título 
premilitar y los artículos 184, 193, 194, 195, 196 y 235 e incorpora los artículos 194A y 
206-A. El código desarrolla el sistema de justicia penal juvenil para los menores 
infractores de la ley penal, dividiendo a éstos en niños y adolescentes pasibles de medidas 






1. La delincuencia juvenil en el Perú involucra la intervención intersectorial e 
intergubernamental de todos los sectores del gobierno por lo que el ministerio del interior 
direcciona políticas de seguridad pública a fin de tratar igualdad de condiciones al infractor 
cuando tenga 16 o 17 años de edad , cuando cometa ciertos crímenes como:  robo, 
violación, homicidio, sicariato entre otros, se ha evidenciado en la realidad que las 
organizaciones criminales, ya no utilizan a mayores de edad para cometer crímenes si no 
utilizan a los menores de edad, sabiendo que pese a la gravedad del delito que cometan 
para la ley los menores sólo se les considera infractores. 
2. En el diario Perú 21 de fecha 23 de noviembre del 2013 en la siguiente nota 
“En el Perú hay 150 menores presos por delito de homicidio” estableció que la cantidad de 
recluidos es de 150 varones por haber cometido, robo, violación, homicidio, sicariato, entre 
otros delitos. Además de ello expuso que la mayoría de estos jóvenes muestran rasgos de 
personalidad antisocial, son violentos, provienen de hogares disfuncionales, lo cual a ellos 
no les importa romper las normas y/o enfrentarse a la autoridad, dando así muestra de 
rebeldía. 
3. El diario la República de fecha 07 de enero del 2017, añade la nota siguiente 
“menores de edad que cometan delitos podrían perder su libertad hasta por 10 años” prevé 
que los que cometan el delito de sicariato y violación sexual seguida de muerte ellos 
recibirán el máximo de la sanción establecida, demostrando así el castigo severo que se da 
en nuestro país. 
4. Según la página del  Poder Judicial del Perú  existe el centro de rehabilitación 
juvenil “José Abelardo Quiñones Gonzáles “que está ubicado en el kilómetro 9 de la 
carretera Chiclayo- Pimentel. Con una capacidad de albergue de 126 personas, en la cual 
hay 181 infractores, un índice de atención 143.7%, ubicándose así en uno de los más altos 
índices de porcentaje de sobrepoblación de 44 %. 
5. La necesidad de establecer criterios objetivos en la determinación de las medidas 
socio-educativas, se justifica, principalmente, en el desarrollo de la praxis jurídica; así 
desde la experiencia de nuestra jurisprudencia local, se advierte que los señores Jueces de 
Familia, en un caso determinado, luego de analizar los hechos, los elementos de prueba y 





medida socio-educativa analizan algunos de los factores de determinación que expone la 
Ley en el Art. 215 del Código del Niño y Adolescente (la existencia del daño, la gravedad 
de los hechos, el grado de responsabilidad del adolescente y el informe del equipo 
multidisciplinario y el informe social). 
Sin embargo, la realidad social y jurídica demuestra, que ello no resulta suficiente.  
I.2 Antecedentes de Estudio. 
En las averiguaciones llevadas a cabo en universidades nacionales e 
internacionales, se determinó que respecto a la materia de estudio que se realiza en la 
presente investigación, se encontraron similitudes como las siguientes investigaciones: 
I.2.1 A nivel Internacional. 
López (2005), en su trabajo de investigación para obtener el grado de abogada y notaria 
“Imputabilidad de los menores de edad como necesidad social y su reinserción a la 
sociedad” en la Universidad de San Carlos de Guatemala. Guatemala, llegó a: 
Conclusiones: Se especificaron dos aspectos fundamentales desde la perspectiva de la Ley 
de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia: 
a. La delincuencia juvenil es uno de los fenómenos sociales más importantes de las 
sociedades de hoy, por lo que es importante tratar a la delincuencia juvenil de hoy 
como posible delincuencia adulta de mañana.  
b. El Estado de Guatemala carece de una política criminal concreta para menores, 
puesto que no existe un centro correccional que rehabilite al adolescente 
transgresor de la ley penal, ya que los existentes se encuentran en precarias 
condiciones. 
Pacheco (2011) en su trabajo de investigación para obtener el grado de Licenciada “La 
responsabilidad penal a los menores adultos en el régimen penal ecuatoriano” en la 
Universidad Nacional de Loja, llegó a lo siguiente: 





a. Las actuales medidas socioeducativas que reciben los adolescentes infractores, no 
garantizan su rehabilitación social, ni tratamiento psicológico, por lo tanto, estos 
infractores se vuelven sujetos peligrosos para la sociedad.  
b. Existen vacios legales de prevención a la delincuencia juvenil, volviéndose 
necesario que se reforme el código penal en cuanto a la inimputabilidad de los 
menores adultos. 
Abraham (2005) en su trabajo de investigación para obtener el grado de Abogada “Niñas, 
Niños y Adolescentes Infractores a la Ley Penal” en la Universidad Abierta 
Interamericana- Buenos Aires- Argentina, llegó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se llegó a las siguientes conclusiones: 
a. Que la forma en que el sistema jurídico de control social reacciona ante la 
criminalidad, y en particular ante la delincuencia juvenil, es un reflejo del grado de 
respeto que la sociedad tiene por la dignidad personal de sus miembros y un 
indicador del grado de desarrollo de su sistema jurídico. 
b. Que no cuestionamos el hecho de que los adolescentes son capaces, como los 
adultos, de cometer delitos muy graves y que ello debe generar una reacción del 
Estado. Lo que sí cuestionamos, es que en dicha situación los jóvenes no posean un 
juicio justo, respetuoso del debido proceso, que determine su inocencia o su 
culpabilidad, y el grado de participación que ha tenido éste en el ilícito. 
Barboni (2014) en su trabajo de investigación para obtener el grado de Doctora “La 
justicia restaurativa en el ámbito penal juvenil” en la Universidad de Granada- 
España, llegó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se llegó a las siguientes conclusiones: 
a. Por otro lado, no podemos olvidar que la delincuencia cometida por adolescentes 
no se trata de un fenómeno aislado, sino que se comporta como tal dentro de un 






Garnica (2008) en su trabajo de investigación para obtener el grado de Licenciado en 
derecho “La justicia para los menores infractores en México y en el estado de 
Hidalgo” en la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo- México, llegó a lo 
siguiente: 
Conclusiones: Se llegó a las siguientes conclusiones: 
a. Que no se puede descartar del contexto de esta circunstancia el fenómeno de la 
criminalidad de los menores para juzgarlos aisladamente, al margen o 
independientemente de una suma de hechos y de factores que determinan sin duda 
esa propia criminalidad, que la encauzan en algún sentido y que, por lo mismo, 
también determina la acción del estado y de la sociedad que se dirigen a prevenir 
esta delincuencia.  
b. Que se necesita que la libertad vigilada se imponga atendiendo a criterios 
individualizados y constatables de medición y determinación del pronóstico de 
peligrosidad, alejándose del juego de las presunciones. 
I.2.2 A Nivel Nacional. 
Hernández (2015) en su trabajo de investigación para obtener el grado de magister: “El 
debido proceso y la justicia juvenil” en la Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos. Lima –Perú, en el cual arribó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se especificaron dos aspectos fundamentales desde la perspectiva de la 
Doctrina del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. Los niños y adolescentes no son objetos de compasión y de represión sino sujetos 
de derechos. 
b. En su ámbito penal, se estableció una normatividad exclusiva para el adolescente 
infractor pasible de medidas socioeducativas perfectamente diferenciados del niño 
o adolescente en presunto estado de abandono sujeto a medidas de protección. 
Cárdenas (2009) en su trabajo de investigación para obtener el grado de Doctora: “Menor 
Infractor y Justicia Penal Juvenil” en la Universidad Católica de Santa María. 





Conclusiones: Se especificaron dos aspectos fundamentales desde la perspectiva de la 
Doctrina del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. En agosto del 2000 se promulga el actual Código de los Niños y Adolescentes, 
adicionando en sus dispositivos al pandillaje pernicioso. Fue modificado por el 
D.L. 990. El código desarrolla el sistema de justicia penal juvenil, dividiendo a los 
menores en niños y adolescentes pasibles de medidas de protección y medidas 
socio-educativas respectivamente. Se establecen los procedimientos y las garantías 
al menor infractor de la ley penal. Sin embargo, en esta evolución hay aspectos 
controversiales, como son la naturaleza jurídica de la responsabilidad del menor 
infractor de la ley y la determinación de la imputabilidad y responsabilidad del 
menor en base a su capacidad. 
b. Existen posiciones encontradas a este respecto sobre la imputabilidad del menor 
infractor, para algunos autores el menor infractor de la ley penal es imputable por el 
solo hecho que merece una pena denominada medida. Mientras que para otros el 
menor es un inimputable pero responsable de sus hechos en la medida que pueda 
motivarse con la norma. Tendiendo en ambas posiciones, el entorno y medio de 
desarrollo del menor. 
Rengifo (2016) en su trabajo de investigación para obtener el grado de abogado: 
“Tratamiento de los menores de catorce años de edad que cometen infracciones 
contra la ley penal en la zona judicial de Huánuco” en la Universidad de Huánuco. 
Huánuco –Perú, en el cual arribó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se especificaron dos aspectos fundamentales desde la perspectiva de la 
Doctrina del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. Sobre el desempeño que tiene el Magistrado de Familia; al interponer las Medidas 
Socioeducativas o de Protección, no debe ser deficientes para prevenir las 
conductas delictivas provocados por los menores de catorce años de edad. 
b. En relación a los lineamientos establecidos por el Estado no debe ser inadecuados, 
sino debe haber una coordinación previa con la Gerencia de los Centros Juveniles y 





actividades pedagógicas por parte del Equipo Multidisciplinario a fin de garantizar 
la formación del niño y adolescente mediante la formación física y psicológica, se 
deben fomentar los valores más adecuadas y lo que le conviene. 
Morales (2009) en su trabajo de investigación para obtener el grado de magister: “Sistema 
de responsabilidad penal para adolescentes” en la Pontificia Universidad Católica del 
Perú. Lima –Perú, en el cual arribó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se especificó un aspecto fundamental desde la perspectiva de la Doctrina 
del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. Hace referencia al diseño y la implementación de la política de prevención de la 
violencia urbana y juvenil. Su objetivo es detectar el problema y la necesidad de 
asumir las consecuencias antes de que sea tarde. 
I.2.3 A Nivel Local. 
Salazar (2014) en su trabajo de investigación para obtener el grado de abogado: 
“Penalización de delitos cometidos por menores de edad en Chiclayo 2010-2011” en la 
Universidad Señor de Sipán. Pimentel-Perú, en el cual arribó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se especificó un aspecto fundamental desde la perspectiva de la Doctrina 
del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. La penalización de delitos cometidos por menores de edad en Chiclayo 2010- 2011,  
se ve afectado debido a la existencia de discrepancias teóricas y discordancias 
normativas relacionadas causalmente por el hecho que no se llega a un consenso 
adecuado entre losplanteamientos teóricos, respectos al discernimiento y 
responsabilidad penal en menores de edad, o por desconocer o no aplicar los 
modelos existentes en la legislación comparada, basados en los modelos jurídicos 
de Chile y Colombia en la ciudad de Chiclayo. 
Manayay (2017) en su trabajo de investigación para obtener el grado de abogada “Las 
políticas públicas en el sistema de justicia juvenil restaurativa, aplicación de la 
remisión en los adolescentes infractores del distrito de Chiclayo” en la Universidad 





Conclusiones: Se especificaron dos aspectos fundamentales desde la perspectiva de la 
Doctrina del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. El Estado en virtud de su función tuitiva debe realizar una implementación en 
forma parcial sobre las Políticas Públicas Preventivas; a fin de disminuir las 
condiciones de riesgo y creando una cultura de solidaridad social y del apoyo 
mutuo en los adolescentes infractores en la sociedad. 
b. La efectiva resocialización para rehabilitar al adolescente infractor, dentro de la 
sociedad es mediante las actividades psicopedagógicas, orientadas a fomentar el 
desarrollo personal y ocupacional a fin de mejorar su situación. 
Capcha y Olano (2011) en su trabajo de investigación para obtener el grado de abogados: 
“El delito de pandillaje pernicioso y su repercusión en el distrito de José Leonardo 
Ortiz- período 2009-2010” en la Universidad Señor de Sipán. Pimentel –Perú, en el 
cual arribó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se especificó un aspecto fundamental desde la perspectiva de la Doctrina 
del Código de los Niños y Adolescentes: 
a. La falta de seguridad ciudadana ha pasado a ser en los últimos tiempos uno de los 
temas centrales de preocupación de los ciudadanos y, por tanto, una de las 
cuestiones a resolver por nuestros legisladores y el Estado Peruano. Pues el interés 
de la población que hace referencia a la delincuencia ha aumentado enormemente 
en los últimos años ya que la seguridad es una condición necesaria para el 
funcionamiento de la sociedad y uno de los principales criterios para asegurar la 
calidad de vida. 
Chumán y Quispe (2014) en su trabajo de investigación para obtener el grado de 
abogados: “La criminalidad en los menores de edad como personas inimputables en la 
provincia de Chiclayo” en la Universidad Señor de Sipán. Pimentel –Perú, en el cual 
arribó a lo siguiente: 
Conclusiones: Se especificó un aspecto fundamental desde la perspectiva de la Doctrina 





a. Lacriminalidad en los menores de edad como personas inimputables en la provincia 
de Chiclayo, se ve afectada por Empirismos Normativos y Discordancias 
normativas; que están relacionadas causalmente y se explican, por el hecho de que 
existen vacíos legales en el código penal en su inc. 2 del artículo 20 esta resulta 
insuficiente, porque si bien menciona la inimputabilidad pero no especifica algo 
más o no da a conocer que es la inimputabilidad, o cuál es su tratamiento especial, 
por tal motivo este apartado no es claro, o por no haberse aprovechado las 
experiencias exitosas de la regulación de los países como España y Chile. 
I.3 Teorías relacionadas al tema. 
I.3.1 Variable: La comisión de delitos graves en adolescentes. 
Para el presente caso de mi trabajo de investigación, la variable de estudio viene a 
ser: “La comisión de delitos graves en adolescentes de 16 años”.  
El delito o crimen definido como una acción típica antijurídica imputable culpable 
sometida a una sanción penal y a veces a condiciones objetivas de punibilidad. Supone una 
infracción del derecho penal. Es decir, una acción u omisión tipificada y penada por la ley. 
Principios. 
La ley N° 27337 publicada el 7 de agosto del 2000, puso en vigencia el Nuevo 
Código de los Niños y Adolescentes (CNA); con el fin de incorporar los principios que 
rigen la Doctrina Moderna de la Protección Integral al Adolescente Infractor contenidos en 
la Convención sobre los Derechos del Niño, tales como la prohibición de la detención 
arbitraria o ilegal, acceso a la asistencia jurídica, celeridad procesal y el acceso a la doble 
instancia. 
Ahora bien en esta misma línea se distinguen dos tipos de principios, el primero de 
ellos son los principios procesales y el segundo de ellos son los principios sustantivos. 
Dentro de los principios procesales encontramos los siguientes: 
a) Principio de jurisdiccionalidad y especialidad.- Esto quiere decir que debe 
existir una justicia especializada a cargo de los juzgados de paz letrados, juzgados 





b) Principio de Inmediación.- El juez especializado mantendrá una comunicación 
y contacto con el adolescente y otras personas que intervengan en el proceso. 
c) Principio de motivación y de la presunción de inocencia.- Las resoluciones 
judiciales deben estar motivadas al momento de sentenciar (art 219 del CNA) y debe 
probarse la culpabilidad del involucrado bajo el principio de la presunción de inocencia. 
d) Principio de la inviolabilidad de la defensa.- El adolescente involucrado en 
algún ilícito penal tiene derecho a ser asesorado legalmente durante el proceso (art 148 
CNA). 
e) Principio de congruencia.- El juez tendrá las facultades necesarias para que la 
ley lo considere precedente o sea pedido por las partes. 
f) Principio de publicidad y el secreto.- Los procesos penales donde se encuentre 
involucrado un adolescente no puede ser público, ni secreto o reservado. 
g) Principio de concentración.- El juez deber ser como un instructor, juzgador y 
ejecutor de la sentencia. 
h) Principio de impugnación.- La parte procesada puede realizar la apelación a la 
resolución judicial realizada por el juez. 
Dentro de los principios sustantivos podemos encontrar los siguientes: 
a) Principio de confidencialidad y reserva del proceso.- Los procesos penales a 
adolescentes deben respetar el derecho a la imagen e identidad del adolescente (art 190 
CNA). 
b) Principio de preclusión.- En los procesos de adolescentes las resoluciones de 
los jueces, son revisables reformables o modificables en cualquier instancia del proceso. 
c) Principio del interés superior del niño.- Es el respeto de los derechos y 
garantías individuales, para las consideraciones y sociales del adolescente. 
d) Principio de reformalidad.- Los acuerdos adoptados por los tribunales de 





I.3.2 Doctrinas explicativas del tratamiento del menor de edad. 
Actualmente existen estudios sobre las doctrinas que explican el tratamiento del 
menor de edad, al respecto Hernández (2010) dice: 
“Existen dos doctrinas referentes al estudio del menor. Una es la 
denominada situación irregular y la otra doctrina es el de la protección 
integral. Ambas doctrinas tienen un objetivo común: el reconocimiento de 
derechos y la protección integral del menor en base al interés superior del 
mismo, para lograr su pleno desarrollo e inserción en una sociedad 
democrática, convirtiéndose en un sujeto al que se le reconozca su dignidad 
de ser humano y contribuya eficientemente a la sociedad, en base a 
principios de igualdad, libertad y justicia” (Hernández, 2010, p.40, 41). 
I.3.2.1 Doctrina de la Situación Irregular. 
“Tiende a aparecer con el nacimiento del llamado Derecho de Menores y la 
proclamación de la Declaración de Ginebra en 1924 nutriéndose más tarde 
con la Declaración de los Derechos del Niño en 1959. Algunos tratadistas 
preconizan la protección del menor desde su concepción, tras su nacimiento 
hasta alcanzar a plenitud su capacidad de obrar tal como lo señalaba el 
recordado maestro español Luís Mendizábal Oses, otros sólo en que se dé 
protección jurídica y rehabilitación o readaptación a los  llamados menores 
en situación irregular tal como lo afirmaba el jurista Alyrio Cavallier”. 
(Chunga, 2001, p. 43). 
A esta doctrina García (1998) lo define: 
“La legitimación de una potencial acción judicial indiscriminada sobre 
aquellos niños y adolescentes en situación de dificultad. Y con esta 
definición solo se estaría abarcando a los menores en situación irregular, 
concepto que predominó. 
            La característica predominante de esta doctrina es que no diferencia el 
ámbito tutelar del penal, tratando por igual al adolescente en estado de 





Promoviendo una intervención represiva judicial frente al riesgo social”. 
(García, 1998, p. 298) 
I.3.2.2 Doctrina de la protección integral. 
En palabras de Chunga (2001) afirma: 
“Es aquella que considera al niño como sujeto de derecho, y 
consecuentemente se ha de respetar los derechos humanos que tiene toda 
persona, los derechos específicos que corresponde a esas personas en 
desarrollo, le reconoce también las libertades, esta como sujeto en que se le 
debe reconocer imperativamente tales derechos. 
Esta doctrina en materia penal considera los hechos cometidos por el 
menor o adolescente como faltas o delitos sobre los que tiene 
responsabilidad. El menor se convierte en infractor a ley penal, se le sigue 
un proceso de juzgamiento especial siguiendo las normas aplicables – en 
nuestro caso el Código de los Niños y Adolescentes - y no se le aplica la 
pena para el adulto sino medidas de protección o medidas socioeducativas. 
El menor no podrá ser procesado por un delito que no esté previamente 
tipificado en la ley penal es decir se sigue el principio "no hay pena sin 
delito" se le ha de reconocer el derecho de un debido proceso, el poder ser 
informado de su detención, el informársele a los padres, al no estar 
conjuntamente con adultos, etc. la doctrina de la protección integral se 
basa fundamentalmente en el interés superior del niño, considerado a este 
como sujeto de derechos”(Chunga, 2001, p. 47). 
“En otras palabras mientras en la Doctrina de la Situación Irregular al 
menor que mataba o robaba se decía que había cometido un acto 
antisocial; ahora de acuerdo a la Doctrina de la Protección Integral 
aquellos menores que cometen los actos anteriores se les califica con su 
verdadero nombre: homicida o ratero. Antes el Juez de Menores calificaba 
el acto según su propio criterio ahora el Juez de Familia debe verificar que 
el acto cometido esté previamente tipificado como falta o delito en el 





plazo en la medida, no tenía derechos expresamente señalados el menor; 
ahora hay plazo en la medida y tiene derechos individuales y garantías 
procesales. 
La característica del nuevo paradigma se basa en considerar al niño como 
sujeto de derechos, ya no se define al niño como incapaz, sino como una 
persona en desarrollo, que puede ver sus derechos amenazados o 
vulnerados y por lo tanto las medidas asistenciales que se aplicarán 
deberán ser diferenciadas de las sanciones penales aplicables a aquellos en 
conflicto con la ley penal, es decir a los adultos.  
La doctrina de la protección integral se basa fundamentalmente en el 
interés superior del niño, considerado a este como sujeto de derechos”. 
(Chunga, 2001, p. 47). 
I.3.3 Teorías. 
I.3.3.1 El Delito. 
Según la doctrina del tratadista Francisco Carrara define al delito de la siguiente 
manera: 
 “es la infracción a la ley del Estado, promulgada para proteger la seguridad de los 
ciudadanos, resultante de una cato externo del hombre, positivo o negativo, moralmente 
imputable y políticamente dañoso”. (Goldstein, 1983, p. 202) 
Francisco Carrara define al delito como el “quebrantamiento de las normas 
constitucionales y legales, que son originadas por personas que adecuan su conducta al tipo 
penal descrito en la Ley Penal. Esta definición es amplia al señalar a las infracciones en 
forma general, que en materia penal se dividen en delitos y contravenciones, que son 
sancionadas con penas privativas de libertad, y multas tipificadas en las leyes penales”. 
Para el tratadista Von Liszt, “La infracción (o delito en el sentido amplio de la 
palabra), es un comportamiento humano especificado por la ley, contrario al derecho, 
culpable y que la ley sanciona por medio de una pena”. (Goldstein, 1983, p. 203) 
Esta definición hace “referencia que el delito es una adecuación de las conductas de 





estableciendo para ello una pena, por contravenir a la buena costumbre moral y normas 
legales”. 
Para el tratadista Hugo Rocco, “Es una acción antisocial que produce 
indirectamente y revela, al mismo tiempo, en su autor, un peligro para la existencia de la 
sociedad jurídicamente organizada”. (Goldstein, Ob. Cit. Pág. 205) 
Este autor “define al delito como una acción antisocial cometida por una persona 
peligrosa en una sociedad organizada. Es decir, el delito es una acción cometida por 
personas en contra del bien jurídico protegido por el Estado”. 
El tratadista Guillermo Cabanellas, en su Diccionario de Derecho Usual, cita a Luis 
Jiménez de Asúa para aclarar la definición de delito, quien lo conceptualiza: “el acto típico, 
antijurídico, imputable, culpable, sancionado con una pena y conforme a las condiciones 
objetivas de punibilidad”. (Cabanellas, 1968, p. 604) 
Esta “definición establece al delito como el acto legalmente determinado y 
sancionado por la ley penal, en caso de contravenir las normas jurídicas, además establece 
los elementos que constituyen el delito”. 
De las definiciones anotadas, considero que el Delito es la adecuación de nuestra 
conducta a una norma jurídica tipificada en la ley, sea por acción u omisión con el ánimo 
de causar daño por parte del infractor, el mismo que es sancionado de acuerdo a la 
gravedad de la trasgresión. 
I.3.3.1.1 Elementos del Delito. 
“Para la exposición de un concepto de delito se considera que son cuatro los 
elementos constitutivos de la estructura del delito: el acto humano, la tipicidad, la anti 
juridicidad y la culpabilidad. Si se dan estos presupuestos, el acto será punible, aunque la 
punibilidad no deba considerarse un elemento del delito sino su consecuencia”. 
 
a) Acto Humano. 
Según el tratadista Manuel Osorio acto “es la manifestación de la voluntad o de 
fuerza o de acción acorde con la voluntad humana”.  
El primer elemento, el sustento material del delito es la conducta humana; es decir 
que solo el hombre responde por sus actos y de aquellos que tiene a su cargo. El Art. 11 del 
Código Penal señala; “Son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas 





Aquí debe de entenderse que únicamente losdelitos que están tipificados en las 
leyes penales son sancionados sus infractores con las penas que se encuentran establecidos 
en los mismos. 
Por lo expuesto, acto en materia penal, es la conducta humana guiada por la 
voluntad, la misma que se refiere solamente al control que la persona mantiene sobre su 
conducta como por ejemplo lo manifestado por el tratadista Galo Espinoza (1986): 
1.- “Las ideas, los sentimientos las meras intenciones no son actos, porque carecen 
de entidad suficiente para ser consideradas es así; que no se pena a nadie por lo que piensa, 
siente o quiere, sino por lo que hace. 
2.- Las condiciones personales, las cualidades, los estados de la persona no son 
actos (religión, nacionalidad), no se pena a nadie por lo que es sino por lo que hace. 
3.- El acto sólo es humano, solo el hombre es sujeto activo del delito, al derecho 
penal no le interesa los daños fortuitos producidos por las fuerzas de la naturaleza o 
causadas por los animales. 
4.- El acto humano debe tener un contenido de voluntad, debe estar  guiado por la 
voluntad del hombre, No se penan los hechos involuntarios del hombre” (Espinoza, 1986, 
p. 89 y 90) 
Es decir, que para “sancionar a una persona debe observarse que se exteriorice lo 
que la persona siente, piensa a través de actos ilícitos tipificados y reprimidos por la 
legislación penal; debiendo analizarse si el acto se consumó o fue una mera tentativa para 
poder aplicar la pena correspondiente. Se debe analizar a profundidad si el acto fue 
cometido con conciencia y voluntad del infractor, ya que de acuerdo al Código Penal son 
inimputables las personas que no se encuentran dentro de sus facultades mentales y los 
incapaces absolutos”. 
Para el tratadista Guillermo Cabanellas “el acto jurídico es todo fenómeno o 
manifestación externa que es productor de efectos, para el Derecho se denomina hecho 
jurídico; cuando este hecho procede de la voluntad humana, se llama acto jurídico. El 
hecho jurídico comprende el acto jurídico. Ha sido definido este último como el hecho 
dependiente de la voluntad humana que ejerce algún influjo en el nacimiento, modificación 







b) La Tipicidad. 
Es “acto típico porque esa conducta deberá estar previa y expresamente descrita por 
la Ley penal: En cuanto a la tipicidad, hay que relacionarla fundamentalmente con el 
principio de legalidad. El Código Penal recoge el mandato constitucional que nadie puede 
ser penado sin juicio previo, y todo proceso se basa en una ley dictada anteriormente al 
hecho. Es decir, todo acto delictivo debe estar legalmente tipificado dentro de la ley, para 
que constituya una infracción y debe estar sancionada con la finalidad que al infractor se le 
imponga una pena”. 
c) La anti juridicidad. 
Es la “conducta contraria al derecho, que lesiona un bien jurídico penalmente protegido; es 
evidentemente, un elemento que subyace en todo el sistema penal y que aparece en el Art. 11 del 
Código Penal, indicando que son infracciones los actos sancionados por las leyes penales. 
El acto jurídico es realizado por la voluntad de las personas de conformidad a lo estipulado 
en la Ley, mientras que el acto antijurídico atenta contra el bienestar de las personas en la sociedad 
organizada. 
La antijuricidad significa exactamente lo contrario al orden jurídico. Lo antijurídico penal 
se dará en todos aquellos casos en que la conducta humana se halle en contradicción con un 
determinado precepto penal, en definitiva cuando se lesiona un bien jurídico”. 
I.3.3.2 Inimputabilidad. 
Entendemos bajo este concepto a lo que García (2010) denominó: 
“sujeto que al ejecutar la conducta típica no estaba en condiciones de 
conocer y comprender su antijuridicidad o de orientar su comportamiento de 
conformidad con dicha comprensión, por diferentes factores como: 
inmadurez psicológica, trastorno mental o circunstancias socioculturales 
específicas. La presencia demostrada de una de estas situaciones le impide 
al sujeto percatarse de que está lesionando o poniendo en riesgo un bien 
jurídico típicamente tutelado, o lo inhabilita para comportarse de manera 
jurídica, a pesar de percibir la ilicitud de su conducta. Cita a Agudelo 





capacidad de comprender la realización del hecho, sino en la incapacidad de 
comprender la ilicitud o antijuridicidad de éste”. (García, 2008, p. 11). 
Sobre la inimputabilidad Molina (2002) comentó: 
“La inimputabilidad es entendida como la carencia o ausencia de 
capacidad del sujeto respecto a los elementos volitivos (motivación) y 
cognitivos (comprensión o intelectivo)”. (Molina, 2002, p. 3) 
Sobre el particular Bacigalupo (2004) comenta: 
“La imputabilidad viene a ser la capacidad de valorar el comportamiento o 
el hecho que se realiza y de dirigir la conducta según las exigencias del 
derecho. A contrario sensu, inimputabilidad es la incapacidad para valorar 
la trascendencia del comportamiento o hecho que se realiza y/o la 
incapacidad de regular la conducta según las exigencias del derecho 
debido a la inmadurez psicológica o trastorno mental”. (Bacigalupo, 2004, 
p. 28) 
“Las causas de la inimputabilidad son todos aquellos factores capaces de 
anular o neutralizar, ya sea el desarrollo o la salud de la mente, en cuyo 
caso el sujeto carece de aptitud psicológica para la defectuosidad” (Cruz, 
2007, p. 60). 
Este elemento genera un cambio de perspectiva, dentro de la intervención penal 
frente a los adolescentes es  el  de  la evolución en la comprensión de inimputabilidad y su 
incidencia en la configuración de un nuevo sistema de responsabilidad, al servir del filtro o 
mecanismo selectivo para ser pasible  de una sanción  distinta  a la del derecho penal de 
adultos. 
“Al respecto, debemos señalar que la mayoría de las legislaciones penales tiene una 
norma que proclama la inimputabilidad de los niños y adolescentes. Así el inciso 2 del 
artículo 20 del Código Penal peruano señala que se encuentra exento de responsabilidad 





“Un tipo de normas como esta, plantean una paradoja en el sistema jurídico de 
control social, toda vez que por un lado se plantea la inimputabilidad del menor de edad y 
por otro se reconocen sistemas de responsabilidad a los adolescentes. Por ello cabe 
preguntarnos: 
¿Cuando se regula normativamente que un adolescente es responsable por los 
ilícitos penales que comete estamos ante una responsabilidad de naturaleza penal o nos 
referimos a un inimputable? Dicho de otro modo: ¿Puede ser responsable penalmente un 
inimputable? 
Ciertamente nuestro Código Penal en el artículo de la  referencia (Art. 20 inc. 2) ha 
tomado la opción legislativa de mantener la inimputabilidad dentro del marco penal y a la 
vez establecer un sistema de responsabilidad en cuya intervención se usan las normas 
procesales y penales en forma supletoria”. 
Desde mi punto de vista considero que esta opción de nuestra legislación no es la 
más adecuada, por que como se ha señalado anteriormente, considero que el adolescente 
no sólo es penalmente responsable por la comisión de delitos graves, sino que además es 
penalmente imputable y lo es porque, a pesar de haberse podido comportar lícitamente, es 
decir, de haberse podido decidir por el derecho opta por el injusto. 
“Se consideraba al hombre cualquiera sea su origen o condición social como un ser 
notado naturalmente para distinguir el bien y el mal (es decir con libre albedrío) 
entonces era culpable aquel que pudiendo hacer el bien se inclina por el mal”. (Berdugo, 
Op. Cit. p. 201-228). 
Dicho de otro modo, “siéndole exigible una conducta distinta, al ser capaz de ser 
motivado de modo suficiente por la norma para comportarse conforme a derecho, actuó 
ilícitamente. Por lo tanto, al comprender la ilicitud de su actuar, dicho acto le es 
reprochable”. 
 Ser imputable  en las palabras de Bustos afirma: 
“significa tener la capacidad de conocer la ilicitud del obrar y de poder 
actuar conforme al derecho, la problemática del menor no se puede reducir 





una consideración global de su situación dentro del sistema social… sic… 
Resultaría hoy totalmente absurdo y una total ficción plantear que el menor 
no tiene capacidad para conocer el injusto o no tiene capacidad para 
actuar en consecuencia con su conocimiento” (Bustos. Op Cit. p. 119,124). 
I.3.3.3 Culpabilidad. 
También denominado capacidad de culpabilidad. 
Chanamé  (2009) afirma: 
“Es uno de los elementos constitutivos del delito. Se es imputable cuando 
posee la facultad de discernir con la razón o la conciencia de sus acciones 
u omisiones y la obligación penal de responder por esta conducta que 
puede provocar una falta o delito” (Chanamé, 2009, p.10). 
Villavicencio (1990), señala:  
(…)  
“Imputabilidad o capacidad de culpabilidad viene a ser la «suficiente 
capacidad de motivación del autor por la norma penal». En este sentido, si 
el sujeto no padece de anomalía psíquica o una grave alteración de la 
conciencia o de la percepción, posee ese mínimo de capacidad de 
autodeterminación que el orden jurídico exige para afirmar su 
responsabilidad, en consecuencia, ese hecho origina que, frente al poder 
penal, la persona se encuentre en una situación de inexigibilidad”. 
(Villavicencio, 1990). 
Asimismo en esta misma línea, Muñoz Conde F. & García Aran M. (2007) 
sostiene:  
(…)  
“El concepto de imputabilidad o de capacidad de culpabilidad es, pues, un matiz que 
sirve para filtrar aquellos hechos antijurídicos que pueden ser atribuidos a su autor y 
permite que, en consecuencia, éste pueda responder de ellos” (Muñoz Conde F. & 





De esta manera mi posición parte del “concepto normativo de culpabilidad 
explicitado por medio de un juicio de valor o de reproche frente a la realización de un 
hecho antijurídico y  se distingue tanto de las teorías de la inimputabilidad  e 
irresponsabilidad del adolescente surgidas bajo la influencia del positivismo criminológico 
que motivaron las doctrinas tutelares, así como de las teorías de responsabilidad  sin  
imputabilidad  que inspiran la mayoría de opciones legislativas actuales, entre las que 
destaca la europea continental, por considerar que no superan 
laparadojaanteriormenteplanteada,puespese que a partirde presupuestos válidos llegan a 
conclusiones inválidas”. 
La Sentencia del Tribunal Supremo Alemán del 18 de marzo del 1952 señala: 
 “Con el juicio de desvalor de la culpabilidad se le reprocha al autor que se haya 
decidido por el injusto a pesar de haberse podido comportar lícitamente, de haberse 
podido decidir por el derecho… La razón profunda del reproche de culpabilidad radica 
en que el hombre está en disposición de auto determinarse libre, responsable y 
moralmente y está capacitado, por tanto para decidirse por el Derecho y contra el 
injusto” (Berdugo, Op Cit. p. 229). 
Bustos comenta: 
“ha significado, sin duda el punto de vista de mayor consistencia 
académica, dentro de esta corriente a la que he denominado de la paradoja 
o de la responsabilidad sin imputabilidad. Tal vez, la razón de su posición 
se encuentra en la necesidad de separar el derecho penal de adultos del 
derecho penal de adolescentes, sin necesidad de replantear el sistema 
penal, pues de otro modo, no nos explicamos cómo termina señalando que 
los adolescentes son penalmente responsables pero inimputables dentro del 
sistema penal de adultos. 
Así, podemos señalar que el punto de partida de Bustos es la formulación 
de una lectura crítica al concepto de imputabilidad en relación a los 
menores de edad en dos niveles: a) Como la capacidad de conocer la 
ilicitud del obrar (nivel cognitivo) y b). La capacidad de obrar conforme a 





Señala, además que existen dos aspectos relevantes al momento de analizar 
la imputabilidad de un menor de edad. Primeramente hay que tener en 
cuenta que se trata de un sujeto de derechos y obligaciones, igual a todas 
las demás personas, no siendo posible hacer ningún tipo de discriminación 
ni en razón de sus cualidades personales ni por el sector social al que 
pertenece. En segundo lugar, desde una perspectiva político criminal debe 
considerarse que existen personas dentro de la sociedad cuyas necesidades 
no han sido satisfechas y que por lo  tanto se  dan  respecto de ellos 
obstáculos que impiden o dificultan sus condiciones para su libertad e 
igualdad,  por  cuya razón  la responsabilidad  que les es exigida, tiene que 
ser distinta,  porque es distinta su capacidad  de respuesta la misma que se 
encuentra determinada por la insatisfacción de ciertas necesidades o de  
remover  los  obstáculos  para su satisfacción.  
Superando las posturas psicológicas llega la conclusión que son razones de 
política criminal las que excluyen a los adolescentes del sistema penal de 
adultos, las que los hacen inimputables y no las consideraciones personales 
y sociales. Es este sentido, sostiene que, estas razones de  política  criminal   
no los excluyen del sistema penal, sino que se les ubica en  un sistema de 
responsabilidad distinto, al entenderse que la incompatibilidad de la 
respuesta (acto o hecho) del sujeto frente a la exigencia de protección de 
bienes jurídicos implica un juicio de exigibilidad distinto que tiene que 
tomar en cuenta su capacidad de responder de acuerdo a la satisfacción de 
sus necesidades, siendo arbitrario y abusivo de parte del estado de exigirle 
lo que no se le ha dado, en tanto sólo se puede responsabilizar en la medida 
que se le han proporcionado las condiciones necesarias para el ejercicio de 
sus derechos y obligaciones”. (Bustos, Op Cit, p. 121-124) 
I.3.3.4 Adolescentes penalmente imputables y penalmente responsables. 
Estoy de acuerdo con las premisas planteadas por Bustos, sin embargo no estoy de 
acuerdo en sus conclusiones, al mantener la inimputabilidad del adolescente, como criterio 





teniendo en cuenta que justamente la imputabilidad es el criterio básico que posibilita la 
atribución de la responsabilidad o la culpabilidad. 
 Usamos ambos términos, toda vez que “la culpabilidad es frecuentemente usada como 
categoría dogmática que fundamenta la imposición de una sanción penal, o como concepto 
político criminal y limite al ius puniendi que absorbe todo el conjunto de presupuestos 
usados para culpar: a) responsabilidad personal b) responsabilidad por el hecho, 
responsabilidad subjetiva o la atribución del dolo o la culpa dentro del causalismo c) 
Exigencia de reprochabilidad dentro del finalismo y exigencia de motivabilidad normal o 
atribuibilidad como concepto normativo, de imputación personal”. (García Op Cit p 390 y 
ss). 
“Termina así equiparado al enajenado mental con el adolescente al realizar una 
diferencia entre el derecho penal y el derecho penal criminal, señalando que los 
adolescente y los demás inimputables se encontrarían dentro del derecho penal pero no 
criminal. 
Debemos considerar que si bien es necesaria una respuesta del Derecho Penal 
distinta a la de los adultos frente a los delitos y faltas cometidos por adolescentes, el 
criterio de esta repuesta no se encuentra en la consideración de su inimputabilidad, sino 
únicamente en un distinto juicio de exigibilidad, que es el segundo nivel de análisis crítico 
de la imputabilidad. Consecuentemente, si bien al adolescente no se le puede exigir como a 
un adulto, se le puede exigir como a un adolescente, por ser totalmente imputable y 
responsable de sus actos como tal”. 
Si el “adolescente no sería imputable, tampoco sería culpable y no se le podría 
atribuir a título de sanción cualquier medida socio-educativa o sanción. A su turno; si no se 
le impone la sanción por ser culpable; sino por causas distintas se le estaría atribuyendo 
una responsabilidad por ser quien es (de autor) y no por el acto que ha realizado, lo cual al 
dejarlo al margen del Derecho Penal, también lo deja a merced de un estado sin límites en 
su poder sancionador”. Bien señala el Tribunal Constitucional que “El principio de 
culpabilidad, es una garantía y al mismo tiempo un límite a la potestad punitiva del 
Estado… (Sic)… A mayor abundamiento, la prohibición de que la pena sólo pueda basarse 





Preliminar del Código Penal, según el cual la pena requiere de la responsabilidad penal del 
autor. Queda proscrita toda forma de responsabilidad Objetiva”.(Fundamento 64 de la 
Sentencia del TC 10-2002 AI/TC). Establecido esta misma sentencia en su fundamento 62, 
el principio de culpabilidad como “exigencia de la cláusula del estado de Derecho, que se 
deriva como principio constitucional implícito que limita la potestad punitiva del Estado” 
(Fondo Editorial PUCP, 2005, p. 128). 
Por lo tanto, le es “reprochable como adolescente su comportamiento ilícito, 
(culpable) y por lo tanto puede ser pasible de sanciones penales o sanciones negativas que 
restringen el ejercicio de sus derechos cuando no responde a la exigencia de protección de 
los bienes jurídicos”. 
Puedo tal vez “coincidir en que se llamen sanciones y no penas para diferenciarlas 
de las aplicadas a los adultos pero dicha distinción se encuentra fundamentada en la 
especificidad del sistema y no en el carácter restringido de su imputabilidad, sino en la 
naturaleza distinta de su imputabilidad, surgida del distinto nivel de exigencia, por ello el 
Código Penal en su artículo 20 inc. 2, no debería decir que los menores de 18 años son 
inimputables sino que son imputables. 
Debemos recordar además que es un criterio de política criminal, el separar la 
imputabilidad del adolescente de la imputabilidad del adulto, por el criterio de distinta 
exigencia. Visto desde este concepto y en este sentido y por este mismo criterio, podemos 
excluir la imputabilidad de los menores de doce años, por considerar que el Estado y la 
sociedad debajo de este límite no tiene nada que exigir y si todo que dar. Asimismo, al ser 
el límite únicamente cronológico y no motivado en un análisis diferencial del sujeto 
subrayo: que no es una psicológica; sino, político normativa”. 
I.3.3.5 Discernimiento. 
El discernimiento “es la facultad de una persona de determinarse de manera libre y 
con conciencia. El problema del discernimiento, como base para la inimputabilidad penal 
de los menores ha sido superado. Solamente existen algunas legislaciones como un resabio 






I.3.3.5.1 Criterios interpretativos. 
Existen cuatro criterios interpretativos en la doctrina sobre discernimiento, los 
cuales paso a explicar. 
a) Discernimiento Jurídico 
“Lo hacen radicar en la inteligencia de la antijuricidad del acto, en la conciencia 
para el conocimiento de su punibilidad, en la noción de la responsabilidad penal, y por 
último, en sus consecuencias. Este es el criterio sostenido por Von Liszt”. (Citado por 
García, 2008, p. 110). 
b) Discernimiento Moral 
Es el “sentido de inteligencia suficiente para diferenciar el bien del mal, lo justo de 
lo injusto, en el concepto de moralidad y de responsabilidad penal. Este criterio citado es el 
defendido por CARRARA, ROSSI y SILVELA. Para el mismo CARRARA, enérgico 
defensor del discernimiento, este criterio significa "el poder de discernir el bien del mal; 
haber obrado con discernimiento significa haber empleado ese poder en el acto especial 
que se ejecuta”. (Citado por García, 2008, p. 110) 
“En su idea de vincular la edad a las causas que dependen de la inteligencia, 
elaboró un criterio puramente jurídico, diferenciando tres periodos de edad: 
Un “primer periodo, basado en una presunción, iuris et de iure, de ausencia 
absoluta de responsabilidad, que comprende la infancia (desde el nacimiento hasta los siete 
años) y la impubertad próxima a la infancia (de siete a doce años). 
Un segundo periodo, que corresponde a la impubertad próxima a la minoridad (de 
doce a catorce años) y a la minoridad (de catorce a dieciocho años cumplidos). En este 
período, basado en una presunción iuris tantum, el menor queda sometido al juicio del 
discernimiento, de tal manera que si no es estimado por el Juez el menor será absuelto y, 
en caso de concurrencia, se le imputará el delito, pero en un  grado menor que el 
establecido por la Ley para el adulto. Este periodo es calificado por Carrara de 





En suma, “utilizando las gráficas palabras del maestro Jiménez De Asúa, Carrara 
resuelven jurídicamente los problemas del menor de edad, haciendo de la infancia una 
causa plena de inimputabilidad y de la adolescencia un motivo inimputable condicional o 
una circunstancia atenuante”. 
“Un tercer periodo, es el que es denominado por Carrara de responsabilidad plena, 
en el que queda integrada la mayoría de  edad (desde dieciocho años cumplidos en 
adelante). En este periodo, en el que se aplica el grado ordinario de imputación, la 
inteligencia ha alcanzado su madurez, por lo que no existirá ya atenuación, salvo la 
concurrencia de otras circunstancias que disminuyan la imputación”. Concluye Carrara su 
exposición sobre este extremo afirmando, que "la plena inmutabilidad debe coincidir  con 
la plenitud de madurez fisiológica”. (Citado por García, 2008, p. 111). 
c) Discernimiento Moral y Jurídico. 
Es aquel que  “diferencia entre delitos naturales e inmorales, y delitos puramente 
positivos o de simple conveniencia política; en el primer caso, el discernimiento 
comprende el conocimiento de lo justo y lo injusto, del bien y del mal; y en el segundo 
supuesto, es la facultad de comprender la ilegalidad de tales hechos. Este es el criterio 
defendido por HAUS". (Citado por García, 2008, p. 111). 
d) Discernimiento Social. 
El “antiguo criterio del discernimiento, que ha subsistido en las legislaciones 
inspiradas en los postulados clásicos, se transformó, una vez reformadas éstas, en un 
concepto social, cuyo contenido no es psicológico, sino educativo. Garraud se mostró un 
convencido partidario de este concepto de discernimiento, sobre la base de que la 
delincuencia juvenil tiene su origen, no sólo, en el carácter e instintos del menor, sino 
también en su entorno social” (Citado por García, 2008, p. 111). 
Por lo anteriormente expuesto el discernimiento no es más que la capacidad o 
facultad que tiene la persona para poder discernir; es decir para poder diferenciar por 





I.3.3.6 Capacidad e incapacidad. 
Llamamos “capacidad a la aptitud del ser humano para adquirir derechos y contraer 
obligaciones” (Torres, 2011, p. 34). 
Entonces en esta línea decimos que: 
La “capacidad (de capacitas) es la aptitud que tienen las personas para el 
goce y el ejercicio de los derechos subjetivos que les reconoce el 
ordenamiento jurídico. Goza de un derecho el que es su titular; lo ejerce el 
que lo practica mediante los actos jurídicos destinados a producir algunos 
efectos.  Así de esta manera quien tiene la capacidad puede adquirir 
derechos y contraer obligaciones, así como ejercer sus derechos y cumplir 
sus obligaciones. Asimismo por razón de la edad, no puede discernir o no 
tiene discernimiento, esto quiere decir que no puede distinguir entre lo 
bueno y lo malo, sin embargo podemos decir que conforme avanza y se 
desarrolla en la  edad y de acuerdo a las circunstancias que lo rodean, el 
menor puede ir discerniendo, aunque no completamente, siendo posible que 
existan influencias negativas en el mismo”. (Cárdenas, 2009, p. 44) 
I.3.3.6.1 Tipos de capacidad. 
Habíamos mencionado que la “capacidad posee dos características propias que son: 
goce y el ejercicio de un derecho, las mismas que al unirlas llegan a constituir la capacidad 
plena de un sujeto. Ahora bien si estas dos características las separamos, dan lugar a dos 
clases de capacidad que son: capacidad de goce y capacidad de ejercicio”. 
Capacidad de goce. “Es aquella capacidad que se adquiere con el nacimiento de 
una persona”. 
Capacidad de ejercicio. “Es aquella capacidad que se adquiere al adquirir la 
mayoría de edad, en el Perú la mayoría de edad se adquiere al cumplir los 18 años de edad, 
salvo excepciones establecidas en la ley. Si bien es cierto hasta los 18 años no se tiene la 
capacidad de ejercicio, salvo la excepciones que señala nuestro Código Civil, esto no 
quiere decir que el menor sea un incapaz sino que es una persona en desarrollo físico e 
intelectual, sujeto de derechos, pues tiene la capacidad de goce. Entonces no se puede decir 





persona humana cuyos derechos de acción son restringidos por razón de la edad”. 
(Cárdenas, 2009, p. 44). 
i) Capacidad de Goce. 
Cómo ya habíamos comentado: 
“la capacidad de goce también se le llama capacidad jurídica o de derecho; que no es 
otra cosa más sino la aptitud que tiene el sujeto para ser titular de derechos y 
obligaciones, la cual se adquiere plenamente con el nacimiento” (Torres, 2011, p. 45). 
Nuestro Código Civil en su Art. 1 señala: 
Artículo 1.- Sujeto de Derecho 
La persona humana es sujeto de derecho desde su nacimiento. 
“La vida humana comienza con la concepción. El concebido es sujeto de derecho para 
todo cuanto le favorece. La atribución de derechos patrimoniales está condicionada a 
que nazca vivo. 
Ahora bien la capacidad de disfrute o de goce puede concebirse sin la capacidad de 
ejercicio, ¿porque? porque el titular de un derecho puede ser según los casos capaz o 
incapaz para hacerlo valer por sí mismos”. (Ambroise, 2002, p. 56) 
ii) Capacidad de Ejercicio. 
La “capacidad de ejercicio es denominada también capacidad de obrar; 
que viene a ser la aptitud o idoneidad que tiene el sujeto para ejercitar 
personalmente sus derechos, presupone la existencia de la capacidad de 
derecho y consiste en la aptitud que tiene el sujeto para ejercitar por sí 
mismo los derechos de los cuales es titular. Se tiene por admitido que la 
persona que cumple los 18 años de edad está dotada de suficiente madurez 
intelectual, equilibrio psicológico, poder de reflexión y sentido de 
responsabilidad para ejercer por sí misma y sin necesidad de asistencia, los 
derechos de que goza en cuanto a persona. El que un ser humano cumpla 





inexistencia de causales de incapacidad absoluta o relativa, adquiere su 
plena capacidad de ejercicio o posibilidad de ejercitar por sí mismo los 
derechos y contraer obligaciones atinentes a la persona. 
Se trata de una capacidad legal que no necesariamente coincide con la 
capacidad natural o de discernimiento que se puede adquirir a una edad 
mucho menor, pero que necesita ser establecida en casa caso particular de 
acuerdo al desarrollo mental del sujeto y la complejidad del acto. Todo el 
que tiene capacidad de ejercicio tiene también capacidad de 
discernimiento, pero no todo el que tiene capacidad de discernimiento tiene 
capacidad legal”. (Torres, 2011, p. 46). 
Según el art. 42 del código civil, la plena capacidad de ejercicio se adquiere a los 
dieciocho años de edad, salvo los casos de incapacidad de ejercicio señalados en los 
artículos 43 y 44 del mencionado código. 
La “persona desde que es concebido adquiere capacidad para el Derecho y es 
regulado y protegido por éste, pero no posee de forma inmediata su plena operatividad. 
Todos los derechos tienen su fundamento en el derecho natural. 
El de goce no es más que la facultad que le es inherente al individuo, mientras que 
el de ejercicio es el que le permite actuar con plena capacidad. El derecho a obrar por si 
surge en concesiones parciales hasta la plenitud según gradientes cronológicas y 
condiciones especiales; mientras llega ese tiempo, los padres, tutores o quienes lo tienen 
suplen la incompetencia minoril”. 
I.3.3.7 Incapacidad. 
I.3.3.7.1 Incapacidad absoluta. 
“La incapacidad absoluta se suele denominar incapacidad natural de obrar por 
derivarse de una situación de hecho, de la naturaleza, en que se encuentra la persona 
humana, cualquiera que sea su edad, debido a que todavía no ha alcanzado un suficiente 
desarrollo mental (ej. Un niño de pocos  años de edad) o por enfermedad mental (ej. El 
enajenado mental) o perturbación psíquica que priva al sujeto permanentemente de su 





persona discernimiento, debido a ciertos defectos físicos (ej. Sordera, ceguera, mudez) no 
puede expresar su voluntad de manera que no quede lugar a duda sobre lo que quiere. Esta 
incapacidad es total por que se extiende a todos los actos y debe ser permanente y no 
temporal.  
La incapacidad absoluta del menor de dieciséis años está establecida en razón de 
que por su corta edad no ha desarrollado lo suficiente mentalmente, por lo que carece de 
idoneidad para entender plenamente las consecuencias de sus actos. Estos no pueden 
realizar por si ningún acto y si lo realizan adolecen de nulidad absoluta; es la incapacidad 
de aquellas personas que no tienen voluntad jurídica por carecer de discernimiento”. 
(Cárdenas, 2009, p. 47). 
Nuestro “código civil peruano en su Art. 43 señala cuales son las causas de 
incapacidad absoluta, que son: 
Artículo 43.- Incapacidad absoluta 
Son absolutamente incapaces: 
1.- Los menores de dieciséis años, salvo para aquellos actos determinados por la 
ley. 
2.- Los que por cualquier causa se encuentren privados de discernimiento. 
3.- Los sordomudos, los ciego sordos y los ciego mudos que no pueden expresar su 
voluntad de manera indubitable. 
De lo anteriormente expuesto se entiende, y enfocándonos a lo que es objeto de 
estudio del presente trabajo de investigación; que el legislador peruano en el artículo 43 del 
código civil en el inciso 1 , señala que el adolescente de 16 años es incapaz absolutamente 
y por ende no ha alcanzado la capacidad mental y desarrollo para entender y asumir 
responsabilidades; sin embargo Aníbal Torres Vásquez sostiene que “la incapacidad 
absoluta del menor de dieciséis años está establecida en razón de que por su corta edad no 
se ha desarrollado lo suficiente mentalmente, por lo que carece de idoneidad para entender 
plenamente las consecuencias de sus actos”; entonces bajo esta premisa nos 





capacidad para adquirir derechos y realizar ciertos actos jurídicos como el matrimonio?, si 
es un incapaz absoluto que no ha madurado lo suficiente para que asuma la responsabilidad 
de una familia y todo lo que implica la institución del matrimonio. Por lo tanto, bajo este 
contexto el legislador en este apartado de la norma es preferente, porque le da todo cuanto 
le favorece al adolescente, pero cuando se trata de asumir responsabilidades señala que es 
un incapaz absoluto”. 
I.3.3.7.2 Incapacidad relativa. 
Los actos que son realizados por los incapaces relativos no son nulos sino solo 
anulables (art. 221 del C.C), a la incapacidad relativa se le denomina también incapacidad 
civil o legal. (Torres, 2011, p. 49). 
Nuestro código civil en su Art. 44 señala sobre quienes son incapaces relativos: 
“Artículo 44.- Incapacidad relativa 
Son relativamente incapaces: 
1. Los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años de edad. 
2. Los retardados mentales. 
3. Los que adolecen de deterioro mental que les impide expresar su libre voluntad. 
4. Los pródigos. 
5. Los que incurren en mala gestión. 
6. Los ebrios habituales. 
7. Los toxicómanos. 
8. Los que sufren pena que lleva anexa la interdicción civil”. 
I.3.3.7.3 Cese de incapacidad. 







“Artículo 46.- Capacidad adquirida por matrimonio o título oficial 
La incapacidad de las personas mayores de dieciséis (16) años cesa por matrimonio 
o por obtener título oficial que les autorice para ejercer una profesión u oficio. 
La capacidad adquirida por matrimonio no se pierde por la terminación de éste. 
Tratándose de mayores de catorce (14) años cesa la incapacidad a partir del 
nacimiento del hijo, para realizar solamente los siguientes actos: 
1. Reconocer a sus hijos. 
2. Demandar por gastos de embarazo y parto. 
3. Demandar y ser parte en los procesos de tenencia y alimentos a favor de sus 
hijos. 
4. Demandar y ser parte en los procesos de filiación extramatrimonial de sus hijos.” 
“El matrimonio de adolescentes mayores de 16 años, como la adquisición 
del título profesional por los mayores de dieciséis años que los autorice a 
ejercer una profesión u oficio, son signos suficientes de que tales personas 
han alcanzado un grado de madurez psicológica como para poder 
determinarse libre y autónomamente en su vida de relación social por 
contar con suficiente capacidad de entender y de querer, lo cual les permite 
comprender la responsabilidad que les concierne por las consecuencias de 
sus actos, por cuya razón la ley les confiere capacidad general plena de 
ejercicio. Capacidad que tratándose de los menores que han contraído 
matrimonio no se pierde por la terminación de este. Los actos jurídicos 
realizados por estos menores son plenamente válidos, por lo que no pueden 
ser impugnados por falta de capacidad”. (Torres, 2011, p. 50) 
La situación especial de inimputabilidad en la que se encontraba el menor de edad 
era una presunción "juris et de jure" (de pleno y absoluto derecho) de incapacidad que 
perseguía sustraerle o de hacerlo inimputable de la represión penal. Ahora es imputable 
con el fin de garantizar sus derechos individuales para un debido proceso que reconozca el 





capacidad de ejercicio hasta el 14 de noviembre de 1977 se fijó en 21 años; a partir del día 
siguiente por obra del D.L. 21994 se fijó como mayoría civil a partir de los 1 8 años de 
edad. Son entonces los menores de 18 años de edad los sujetos prevalentes de este nuevo 
Derecho de Menores, motivo de nuestro estudio. 
I.3.3.8 Culpabilidad. 
“La responsabilidad o culpabilidad llega a ser vista entonces como 
la posibilidad de atribuir un hecho desvalorado a su autor. En la 
teoría del delito, en la tipicidad y la antijuricidad se analiza el 
hecho y en la culpabilidad se ve si se puede atribuir a la persona el 
hecho típico y antijurídico”. (Bramont, 2001, p. 133). 
Podemos afirmar que la “culpabilidad es la responsabilidad 
personal por el acto antijurídico. El autor es personalmente 
responsable cuando a pesar de conocer o haber podido conocer su 
ilicitud, se decide a ejecutarlo, cuando precisamente en virtud del 
conocimiento que tenía de la trasgresión hubiera podido 
abstenerse” (Giménez, 1995, p.21). 
I.3.3.8.1 Teorías que explican la culpabilidad. 
Existen “diversas teorías para poder explicar la culpabilidad entre las cuales 
tenemos las siguientes: 
Psicológica.- Desde el punto de vista de esta teoría la culpabilidad se agota en la 
relación psicológica y el hecho; es decir basta con que el sujeto quiera o desee realizar el 
hecho. 
Normativa.- Esta teoría trata de analizar la relación entre el autor y el hecho, el 
sujeto activo debe saber que está actuando en contra de una norma o mandato; es decir el 
desvalor se presenta frente al choque que se da entre lo que prescribe la norma y lo que 
realiza el sujeto activo. 
Finalista.- Mediante esta teoría la culpabilidad queda restringida a un juicio de 





aquí el elemento de la motivación. Si el sujeto es motivado por la norma y a pesar de ello 
realiza el acto prohibido, entonces es reprochable”. (Bramont, 2001, p. 53) 
De esta afirmación se deduce que el sujeto que no puede ser motivado no puede ser 
culpable, como por ejemplo: el loco. 
“El adolescente es penalmente imputable y capaz de auto determinarse y motivarse 
por el derecho. Evidentemente no del mismo modo que el adulto pero no por ello de forma 
anormal o disminuida. La motivación suficiente del adolescente no se encuentra ligada a su 
capacidad como ser humano en desarrollo, sino básicamente a sus posibilidades de 
motivación teniendo en cuenta las prestaciones  positivas  que  la  sociedad  debe de 
realizar  para el ejercicio pleno de sus derechos, es motivable  por la norma en la medida 
que tiene no la capacidad, sino la posibilidad  de conocerla, esencialmente mediante el 
sistema educativo”. 
I.3.3.8.2 Elementos de la culpabilidad. 
Existen tres elementos que son fundamentales para que exista culpabilidad, estos 
son: 
i). La Imputabilidad. 
“La imputabilidad es vista como el conjunto de cualidades psicológicas y fisiológicas 
por virtud de las cuales un sujeto conoce la trascendencia interpersonal y social de sus 
actos, citando a Von Liszt, quien señala que es la capacidad de conducirse socialmente, 
observando una conducta que responda a las exigencias de la vida en común” 
(Villavicencio, 2008, p. 393). 
La imputabilidad según el Dr. Villavicencio (2008) dice: 
“es la suficiente capacidad de motivación del autor por la norma penal, en 
este sentido mientras no padezca de anomalía psíquica o una grave 
alteración de la conciencia o de la percepción, posee ese mínimo de 
capacidad de autodeterminación que el orden jurídico exige para afirmar 
su responsabilidad. Asimismo se dice que, se es imputable cuando se posee 
la facultad de discernir, conciencia la llaman algunos autores de la 





sus acciones u omisiones; y, así tenemos que, en términos generales se 
considera menor de edad a quien por su desarrollo físico y psíquico no 
tiene la capacidad de autodeterminación del hombre adulto, para actuar 
conforme con el sentido, teniendo la facultad, reconocida normativamente, 
de comprender la antijuricidad de su conducta. En el ámbito jurídico-penal 
la capacidad de autodeterminación recibe el nombre de imputabilidad de 
ahí que quien no satisfaga el límite de edad que señala la ley, se le 
considerara un inimputable”. (Villavicencio, 2008, p. 314) 
La imputabilidad es la: 
“capacidad para responder, aptitud que sirve para quese le atribuya a una persona  una 
acción u omisión que constituye delito o falta”. (Cabanellas, 2002, p. 197) 
Imputabilidad “son las condiciones de edad y salud mental, legalmente requeridas 
para poder responsabilizar penalmente”. (Chunga, 2001, p. 528) 
De lo antes mencionado se “entiende que imputabilidad es uno de los elementos 
esenciales para que se configure la culpabilidad, y por lo tanto es la capacidad quetiene el 
ser humano para poder responder frente a sus actos que constituyan delitos, los cuales 
tienen que estar tipificados como tales”. 
ii). Conocimiento de la antijuricidad 
El “entendimiento del carácter antijurídico del comportamiento que debe tener el 
autor es fundamental para el reproche, dado que es en lo que consiste la culpabilidad. No 
obra culpablemente el que desconoce que la conducta que protagoniza está prohibida o es 
constitutiva de un injusto. Normalmente quien realiza un tipo penal lo hace sabiendo que 
contraviene una norma, lo hace en el estado psicológico de estar haciendo algo prohibido” 
(Villavicencio, 2008, p. 451). 
iii). La Exigibilidad del Comportamiento. 
Se dice que “las normas son en principio exigibles a la totalidad de ciudadanos y es 
precisamente esta exigibilidad el fundamento del reproche al recurrente” (Villavicencio, 





El “Código Penal en su artículo 20 inciso 2) establece: "Está exento de 
responsabilidad penal: 2) El menor de 18 años". En virtud al citado dispositivo legal se ha 
establecido un criterio estrictamente cronológico a partir del cual el sujeto responde 
plenamente por sus actos delictivos a través del sistema común. Se dice que "la 
determinación de la mayoría de edad penal es a los 18 años (plena aplicación del derecho 
penal de adultos) es sin duda una decisión de política criminal esencialmente 
fundamentada en la necesidad de una intervención especial, en la órbita de persecución, 
frente a los menores. El legislador considera un principio de privilegio para el agente, en 
cuanto asume que hasta ese momento la persona no ha alcanzado el grado de formación y 
madurez suficiente para hacerle aplicable en su integridad el sistema penal de adultos”. 
I.3.3.9 Adolescente. 
“adolescencia, es la etapa que sucede a la niñez y que abarca desde la pubertad hasta el 
completo desarrollo del organismo de una persona, algunos relacionan la raíz del 
término con la palabra adolece e indican que adolescente significa que adolece, dada la 
similitud de las palabras. Según el Art. 4 del Código de la Niñez y la Adolescencia: 
Adolescente es: “la persona de ambos sexos entre doce y dieciocho años de edad”. (Del 
Carpio, 2001, p. 1-5) 
Según los dos conceptos antes transcritos y para efectos del presente trabajo 
investigativo podemos manifestar que niño o niña es el ser humano menor de edad de sexo 
masculino o femenino según el caso, que no ha cumplido los 12 años de edad; en tanto que 
adolescente ha de entenderse como el menor de edad que va de los 12 años de edad hasta 
antes de los 18 años sea hombre o mujer. 
I.3.3.9.1 Características del adolescente. 
a) “La adolescencia es un período en el desarrollo biológico, psicológico, sexual y 
social del ser humano. 
b) Es inmediata al periodo de la niñez, su rango de duración varía según las diferentes 
fuentes y opiniones médicas, científicas y psicológicas. 
c) Para la Organización Mundial de Salud, “la adolescencia es el periodo comprendido 
entre los 10 y 19 años de edad y es parte de la etapa de la juventud, que se da en el ser 





I.3.3.10 Sistema Penal Juvenil en el Perú. 
I.3.3.10.1 Antecedentes. 
“La historia de la justicia penal juvenil en el Perú ha sido un proceso 
singular de nacionalización de la Convención Internacional de los 
Derechos del Niño. Se introdujo en nuestro sistema paulatinamente en los 
diversos ordenamientos jurídicos de nuestro país, así tenemos” (Cárdenas, 
2009, p. 22). 
Código de Menores de 1962. 
Cárdenas (2009) describe: 
En el Perú, en el año 1962 se da el primer Código de Menores, donde 
adopta las siguientes doctrinas: 
(i) Declaración de los Derecho del Niño, de 1924; (ii) principios declarados 
por la Naciones Unidas; aprobadas por unanimidad por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, un 20 de noviembre de 1959. Además 
considero que su espíritu también esta expresado en la segunda parte del 
principio 2 del preámbulo, al referirse que “ al promulgar leyes con este 
fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior 
del niño ”, en base al cual las disposiciones y medidas que se establezcan 
serán las más beneficiosas al menor.  
Los Derechos del Niño Americano, de la Organización de los Estados 
Americanos.  
El Código de Declaración de Oportunidades del Niño, formulada en 
Washington en el año 1942.  
Carta de los Derechos de la Familia Peruana, formulada en el año 1943.  
El primer Código de Menores que tuvo el Perú, fue promulgado el 02 de 
Mayo de 1962, estuvo vigente desde el 01 de julio del mismo año hasta el 27 
de junio de 1993. Ha sido catalogado como uno de los mejores códigos de 
menores, en América Latina, sin embargo no llego a implementarse debido 
a las muchas normas que se incluyeron y jamás pudieron ser aplicadas. Así 
como las doctrinas que lo sustentaban cuyo contenido podía ser hermoso, 





A través de los 31 años de existencia que tuvo el Código de Menores, sufrió 
una serie de modificaciones, en su mayoría no sustanciales. 
La “jurisdicción de menores ha sido tratada en la sección segunda, 
constaba de 5 títulos, del v al x, comprendía los artículos del 59 al 129.  
Estableció que la jurisdicción especial está constituida en primera instancia 
por los juzgados de menores y en segunda instancia por los tribunales de 
apelación; en Lima se creó el único al que en 1968 lo convirtieron en 
tribunal correccional.  
Dentro de la orientación tutelar propugna un modelo procesal verbal, sin 
formalismos donde las normas del derecho procesal eran secundarias, a 
cargo de un juez con amplias facultades para investigar la personalidad 
psíquica del menor, su medio familiar y social.  
Una investigación de esta naturaleza encubría arbitrariedad dentro de un 
manto de protección, donde de lo que se trataba era de buscar las causas de 
la conducta delictual (factores endógenos y exógenos). El Juez figura 
central de este sistema, por un lado, no veía un hecho típico, sobre el cual 
tenía que establecer una responsabilidad; sino un conflicto social y 
personal que resolver, enfrentaba no a un acto cuya autoría tenía que 
acreditar; sino, un autor que corregir.  
El proceso penal tenía las siguientes características: una investigación oral 
en un plazo de tres meses prorrogable a seis meses, la actuación de pruebas 
y la presencia de abogados no eran obligatorias, salvo en segunda 
instancia, en caso de haberlos “debían ser defensores especializados en 
Derecho de Familia y Menores que cooperara con el Juez antes de 
entramparlo con argumentos de defensa”. La decisión podía reformarse, 
siempre y cuando el adolescente no fuera peligroso, decisión sobre la cual 
no podía apelar sino a través de sus padres o abogado”. (Cárdenas, 2009, 
p.24, 25) 
Código de los Niños y Adolescentes de 1992. 
Cárdenas (2009) menciona: 
Se promulgó el 24 de diciembre de 1992 por Decreto Ley 26102, publicado 





vigencia el 28 de junio de 1993. Por Decreto Supremo Nº 004-99-JUS se 
aprobó el Texto Único del Código de los Niños y Adolescentes. Los 
denominados “juzgados de menores” se convirtieron en “juzgados del niño 
y adolescente”, que constituyeron la primera instancia y se crearon las 
salas de familia para la segunda instancia. Al entrar en vigencia este 
código los juzgados se convirtieron en juzgados de familia.(Cárdenas, 
2009, p.25) 
Código de los Niños y Adolescentes del 2000 por Ley 27337. 
Publicada en el diario El Peruano, el 07 de agosto del 2000 se promulgó el 
actual Código de los Niños y Adolescentes. Este código también ha sufrido 
modificaciones y en la actualidad existe una comisión oficial multisectorial 
encargada de elaborar un nuevo código. 
Decreto Legislativo 990 modifica la Ley 27337. 
Código de los Niños y Adolescentes - referente al Pandillaje Pernicioso. El 
Decreto Legislativo 990, modifica diversos artículos del Código de los 
Niños y Adolescentes, relativos a su capacidad y responsabilidad penal. 
Asimismo, regula de modo particular el concepto de pandilla perniciosa, 
define normativamente la infracción a la ley penal, diferenciando una forma 
de comisión leve y otra agravada, señala las  medidas socioeducativas 
aplicables para los líderes y miembros de una Pandilla Perniciosa, 
otorgándole posibilidades de archivo al Fiscal de Familia frente al 
resarcimiento del daño y perdón del ofendido, dando facultades a los 
gobiernos locales y regionales para atender el gasto de implementación y 
ejecución de las medidas socioeducativas y de protección”.(p. 25,26) 
 Según el Código de los Niños  y Adolescentes del Perú Ley 27337 (2000) establece:  
Adolescente infractor de la Ley Penal. 
Artículo 183º.- Definición. 
Se considera adolescente infractor a aquél cuya responsabilidad ha sido 
determinada como autor o partícipe de un hecho punible tipificado como 






Artículo 184º.- Medidas.  
El adolescente infractor mayor de catorce (14) años, será pasible de 
medidas socio-educativas previstas en el presente Código. (Ley N° 27337, 
2000) 
El niño o adolescente infractor menor de catorce (14) años, será pasible de 
medidas de protección previstas en el presente Código. (Ley N° 27337, 
2000) 
Derechos individuales. 
Artículo 185º.- Detención. 
Ningún adolescente debe ser privado de su libertad sino por mandato 
escrito y motivado del Juez, salvo en el caso de flagrante infracción penal, 
en el que puede intervenir la autoridad competente (Ley N° 27337, 2000). 
Artículo 187º.- Información.  
“La privación de la libertad del adolescente y el lugar donde se encuentre 
detenido serán comunicados al Juez, al Fiscal y a sus padres o 
responsables, los que serán informados por escrito de las causas o razones 
de su detención, así como de los derechos que  le asisten y de la 
identificación de los responsables de su detención. En ningún caso será 
privado del derecho de defensa” (Ley N° 27337, 2000). 
Artículo 188º.- Separación.  
“Los adolescentes privados de su libertad permanecerán separados de los 
adultos detenidos” (Ley N° 27337, 2000). 
Garantías del proceso. 
Artículo 189º.- Principio de Legalidad.  
“Ningún adolescente podrá ser procesado ni sancionado por acto u omisión 





penales de manera expresa e inequívoca como infracción punible, ni 
sancionado con medida socioeducativa que no esté prevista en este 
Código” (Ley N° 27337, 2000). 
Artículo 192º.- Garantías.  
“En los procesos judiciales que se sigan al adolescente infractor se 
respetarán las garantías de la Administración de Justicia consagradas en la 
Constitución Política del Perú, la Convención sobre los Derechos del Niño, 
el presente Código y las leyes vigentes sobre la materia” (Ley N° 27337, 
2000). 
Artículo 194º.- Infracción.  
“Al adolescente que, integrando una pandilla perniciosa, lesione la 
integridad física de las personas, atente contra el patrimonio, cometa 
violación contra la libertad sexual o dañe los bienes públicos o privados, 
utilizando armas de fuego, armas blancas, material inflamable, explosivos u 
objetos contundentes, cuya edad se encuentre comprendida entre doce (12) 
y catorce (14) años de edad se le aplicará las medidas de protección 
previstas en el presente código. 
Tratándose de adolescentes cuya edad se encuentre comprendida 
entre más de catorce (14) y dieciséis (16) años se aplicará la medida socio-
educativa de internación no mayor de cuatro (4) años; y, en el caso de 
adolescentes cuya edad se encuentre comprendida entre más de dieciséis 
(16) años y dieciocho (18) años, se aplicará la medida socioeducativa de 
internación no mayor de seis (6) años”. (Ley N° 27337, 2000) 
Artículo 195º.- Infracción agravada.  
“Si como consecuencia de las acciones a que se refiere el artículo 194º, se 
causara la muerte o se infringieran lesiones graves a terceros o si la 
víctima de violación contra la libertad sexual fuese menor de edad o 





comprendida entre doce (12) y catorce (14) años se aplicarán las medidas 
de protección previstas en el presente Código”. 
“Tratándose de adolescentes cuya edad se encuentre comprendida entre 
más de catorce (14) y dieciséis (16) años se aplicará la medida socio-
educativa de internación no menor de tres ni mayor de cinco años; y, en el 
caso de adolescentes cuya edad esté comprendida entre más de dieciséis 
(16) años y dieciocho (18) años, se aplicará la medida socioeducativa de 
internación no  menor de cuatro ni mayor de seis años”. (Ley N° 27337, 
2000) 
Artículo 197º.- Cumplimiento de medidas.  
“El adolescente que durante el cumplimiento de la medida socio- educativa 
de internación alcance la mayoría de edad será trasladado a ambientes 
especiales de un establecimiento penitenciario primario a cargo del 
Instituto Nacional Penitenciario para culminar el tratamiento” (Ley N° 
27337, 2000). 
Artículo 209°. - Internamiento preventivo.  
“El internamiento preventivo, debidamente motivado, sólo puede decretarse 
cuando existan: 
a) Suficientes elementos probatorios que vinculen al adolescente como 
autor o partícipe de la comisión del acto infractor; 
b) Riesgo razonable de que el adolescente eludirá el proceso; y 
c) Temor fundado de destrucción u obstaculización de pruebas”. (Ley 
N° 27337, 2000) 
Medidas socio-educativas. 
Artículo 229º.- Medidas.  
“Las medidas socio-educativas tienen por objeto la rehabilitación del 





Artículo 235º.- Internación.  
“La internación es una medida privativa de libertad que no excederá de 
seis (6) años” (Ley N° 27337, 2000). 
Artículo 236º.- Aplicación de la Internación. 
“La Internación sólo podrá aplicarse cuando: 
a) Se trate de un acto infractor doloso, que se encuentre tipificado en el 
Código Penal y cuya pena sea mayor de cuatro años. 
b) Por reiteración en la perpetración de otras infracciones graves; y 
c) Por incumplimiento injustificado y reiterado de la medida socio- 
educativa impuesta” (Ley N° 27337, 2000). 
Artículo 237º.- Ubicación.  
“La internación será cumplida en Centros Juveniles exclusivos para 
adolescentes. Éstos serán ubicados según su edad, sexo, la gravedad de la 
infracción y el informe preliminar del Equipo Multidisciplinario del Centro 
Juvenil” (Ley N° 27337, 2000). 
Artículo 241º.- Beneficio de semilibertad.  
“El adolescente que haya cumplido con las dos terceras partes de la 
medida de internación podrá solicitar la semilibertad para concurrir al 
trabajo o al centro educativo fuera del Centro Juvenil, como un paso previo 
a su externamiento. Esta medida se aplicará por un término máximo de 
doce meses” (Ley N° 27337, 2000). 
I.3.3.11 La edad de Imputabilidad Penal en la Legislación Comparada. 
Ley Penal del adolescente en Bolivia- Ley N° 1768, 1997. 
“En Bolivia, la responsabilidad penal está establecida a mayores de 16 
años de edad, de acuerdo al Código Penal – Ley N° 1768, asimismo, 





imputado de la comisión de un delito, en la investigación y juzgamiento se 
procederá con arreglo a las normas ordinarias de este Código, (…), de 
acuerdo al Código de Procedimiento Penal – Ley N° 1970. 
En el caso de Bolivia, según el artículo 5 de su Código Penal señala que: 
La ley penal no reconoce ningún fuero ni privilegio personal, pero sus 
disposiciones se aplicarán a las personas que en el momento del hecho 
fueren mayores de dieciséis (16) años (Ley N° 1768, 1997); asimismo, el 
artículo 389 del Código de Procedimiento Penal, señala que: Cuando un 
mayor de dieciséis (16) y menor de dieciocho (18) años, sea imputado de la 
comisión de un delito, en la investigación y juzgamiento se procederá con 
arreglo a las normas ordinarias de este Código, (…)”.(Ley N° 1970, 1999) 
Régimen Penal de la Minoridad en Argentina- Ley N° 22278. 
“En el caso de Argentina, en su artículo 1° de la Ley 22278 – Régimen 
Penal de la Minoridad, señala que: No es punible el menor que no haya 
cumplido dieciséis años de edad. (…)”. (Ley N° 22278 modificado por la 
Ley N° 22803, 1983).  
Asimismo, en “Argentina el Gobierno quiere bajar la edad de imputabilidad 
de 16 a 14 años; argumenta que: “Impulsamos la reforma del régimen 
penal juvenil porque la ley actual es de la época de la dictadura  y debe ser 
modificada. En esa discusión se pondrá sobre la mesa el tema de la edad de 
imputabilidad pero, principalmente, el tratamiento de los jóvenes en 
conflicto con la ley penal”, confirmó a Clarín el ministro de Justicia, 
Germán Garavano”. (Clarín, 2017). 
“De igual manera, esa “mesa”, coordinada por un representante del Poder 
Ejecutivo, estará integrada por jueces, fiscales, expertos en justicia penal 
juvenil, educación y salud. Allí se tendrán en cuenta los testimonios que 
dejaron el año pasado representantes del Poder Judicial y de procuradurías 
de todas las provincias en diversas jornadas de debate organizadas por la 






Y, por “último, más allá de que la comisión de especialistas estará 
encargada de emitir un dictamen y hacer su propuesta, la intención de la 
Casa Rosada es bajar de 16 a 14 años la edad de imputabilidad, con 
distintas escalas según el delito cometido: la pena de prisión sería sólo 
para los casos más graves, como homicidio, violación y delitos con armas”. 
(Clarín, 2017). 
I.4 Formulación del problema. 
¿Cómo está caracterizada la comisión de delitos graves en adolescentes en la ciudad 
de Chiclayo en el período 2017? 
I.5 Justificación e importancia del estudio. 
En los últimos años hemos sido testigos de hechos delictivos que han captado 
la atención de la prensa y de la sociedad en general. Más aún  cuando quienes los cometen 
son menores de edad, cuyas edades oscilan entre los 15 y menores de 18 años, sabiendo 
que pese a la gravedad del delito que cometan para la ley los menores sólo se les 
considerará infractores. 
La presente investigación pretendió determinar las causas de  la comisión de 
delitos graves en adolescentes. 
En el aporte social se pretende identificar las principales características de la 
comisión de delitos graves en el adolescente. 
En el aporte jurídico se podrá analizar el marco legal de los adolescentes que 
se encuentren inmersos en la comisión de delitos graves. 
En el aporte institucional se verificara el cumplimiento del proceso de los 
adolescentes por la comisión de delitos graves. 
Limitaciones de la Investigación. 
La presente investigación comprendió sólo lo relacionado a la comisión de delitos 
graves en los adolescentes, ya que los mismos son considerados inimputables por la Ley, 
independientemente del delito cometido y la gravedad del mismo, en los juzgados 





La presente investigación contó con una disponibilidad económica y de tiempo limitado. 
I.6 Hipótesis. 
La comisión de delitos graves está caracterizada en adolescentes en la ciudad de 
Chiclayo en el período 2017. 
I.7 Objetivos. 
I.7.1 Objetivo General. 
“Determinar cómo está caracterizado la comisión de delitos graves en la ciudad de 
Chiclayo en el período 2017”.  
I.7.2 Objetivos específicos. 
a) Diagnosticar el estado actual de la comisión de delitos graves en adolescentes en 
la ciudad de Chiclayo en el período 2017. 
b) Identificar los factores influyentes en la comisión de delitos graves en 
adolescentes en la ciudad de Chiclayo en el período 2017. 
c) Diseñar la modificatoria del art. 20 inc. 2 del Código Penal para controlar la 
comisión de delitos graves en adolescentes en la ciudad de Chiclayo en el período 2017. 
d) Estimar los resultados que generará la reforma en el Código Penal en la comisión 
de delitos graves en adolescentes en la ciudad de Chiclayo en el período 2017. 
II. MATERIAL Y MÉTODO. 
II.1 Tipo y diseño de la investigación. 
a) Tipo 
La presente investigación es de tipo descriptiva-explicativa en razón de que no solo 
persigue medir el grado de describir o acercarse a la problemática, una realidad concreta 
que ocurre en nuestro entorno jurídico, sino que la presente investigación persiguió 
encontrar las causas de la misma las cuales se utilizan para llegar a su naturaleza, para 







En el presente trabajo de investigación se utilizó el diseño No Experimental, 
transaccional exploratorio y descriptivo, porque no se manipuló ninguna variable, 
solo se observó tal como ocurre en la realidad socio jurídica y la información y 
recojo de datos se realizó un solo momento en el tiempo y espacio. 
II.2 Población y Muestra 
a) Población. 
Para el presente trabajo de investigación la población informante se compone del 
conjunto de elementos que tienen unas características en común, apreciable y susceptible a 
ser medidos, por esta razón se está tomando como población a la comunidad jurídica del 






Los informantes serán los Jueces, Especialistas Legales, y Abogados del 
Distrito Judicial de Lambayeque, es decir el cuestionario se aplicará en un promedio de 
185 personas, y que al detalle presentamos a continuación aplicando la siguiente fórmula: 
n =  Z2 * P *Q*_________ 
E2 *(N-1) + Z2* P *Q 
Dónde: 
 N = Total de la población (3,297) 
 Z2 = 1.962  
 
 Frecuencia Porcentaje 
Magistrados 50 1.52 
Fiscales 150 4.55 
Abogados 3,097 93.93 





 P =  (En este caso  = 0.15) 
 Q =  (en este caso  = 0.85) 
 E = Error (en este caso 0.05). 
Reemplazando los valores tenemos: 
 (3.8416) (3,297) (0.1275)_______  = 1,614.883788 
 (3.8416) (0.1275)+ (0.0025) (3,296) 
        (0.489804)    +      (8.24)           = 8.729804 
 1,614.883788  =  184.9851139842 
 8.729804 
 N = 185 
II.3 Variable, Operacionalización. 
II.3.1 Variable. 
a) Variable dependiente: 
La variable dependiente en el presente trabajo de investigación es: “La comisión de 
delitos graves en adolescentes en la ciudad de Chiclayo en el período 2017”.  
II.3.2 Operacionalización 










AD PENAL)  
Es la acción antijurídica, 
típica, culpable y 
sancionada con una pena. 
 






2. Responsabilidad  
    Penal. 










II.4 Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad. 
Para la realización del presente trabajo de investigación se ha utilizado la Técnica 
de Recolección de Datos más comunes para el campo del derecho, se ha tenido en cuenta 
los siguientes instrumentos de medición: 
a) Técnicas. 
• La Observación. 
• La documentación. 
• La entrevista. 
 b) Instrumentos. 
• Preguntas guía. 
• Cuestionario de la entrevista con especialistas de la comunidad jurídica. 
• Análisis documental. 
II.5 Procedimiento de análisis de datos. 
El procesamiento de datos se realizó teniendo en cuenta: 
i) Selección, tabulación y representación de datos: 
 La información recogida en la ejecución de la investigación ha sido procesada por 
las variables siguiendo las técnicas apropiadas. 
ii) Matriz tripartita de datos: 
Previamente al trabajo estadístico, se hizo uso de una Matriz de Datos, para 
almacenar provisionalmente la información. 
iii) Utilización de procesos sistematizados: 
La información clasificada y almacenada en la Matriz de Datos se trasladó a un 
procesador del sistema computarizado que permitió realizar las técnicas estadísticas 





a utilizar en la contrastación de las hipótesis, en este caso se trabajó con el programa 
Microsoft Excel y SPSS. 
iv) Análisis e interpretación de los resultados: 
Los resultados cuantitativos y cualitativos que se obtuvo en las diversas pruebas 
estadísticas, del nivel de aceptación y del rechazo que se observó en la hipótesis del trabajo 
operacional permitieron realizar el análisis de la interpretación del nivel científico que 
fundamentó los resultados parciales y finales. 
v) Forma de tratamiento de los datos: 
Una vez recolectado las entrevistas se procedió a analizarlas a fin de poder 
encontrar las diversas condiciones de poder concluirlas y recomendarlas. 
vi) Forma de análisis de las informaciones: 
Una vez efectuado las comparaciones de la debida recolección de las entrevistas, se 
analizó la información que se obtuvo, teniéndose en cuenta los conceptos teóricos y 
doctrinarios. 
II.6 Criterios éticos. 
En la “presente investigación se tuvo en cuenta el Código de Ética que comprende 
la objetividad, responsabilidad y la confidencialidad.Principios que operan como ayuda, 
guías de acción y toma en consideración, en cada decisión relativa en relación con la 
persona. 
Asimismo, las personas que colaboraron en la presente investigación lo hicieron 
voluntariamente con el pleno conocimiento de los objetivos de la misma. 
Los participantes, no estuvieron obligados a responder la encuesta, porque tuvieron 
la libertad y responsabilidad de tomar la decisión que creyeron conveniente, además que se 
solicitó antes su conformidad de participar, pudiendo abandonar su participación en el 
momento en que desee sin que sea motivo de represalia alguna, situación que en este caso, 
no se dio. Por su parte el autor compartió la responsabilidad de la objetividad y la 





II.7 Criterios de Rigor científico. 
En la presente investigación los criterios de rigor científico están dados por: La 
validez interna, validez externa y fiabilidad. A continuación se analizan cada uno de ellos:  
“La Validez interna, es el método para evaluar la idoneidad de los mecanismos de 
control de la investigación y del diseño; en general, es evaluar su validez interna y 
externa”. 
“La mejor estrategia para incrementar la validez interna de un estudio consiste en 
elaborar un diseño de investigación sólido; aun en los casos en que esto es posible, es muy 
recomendable analizar los datos para establecer las características y el alcance de cualquier 
sesgo posible. Por tanto se aplicó la validez interna, porque se evaluó con plena idoneidad 
y originalidad la presente investigación, teniendo en cuenta la solidez en el diseño de 
investigación. 
Por otro lado, la validez externa: Se refiere a la posibilidad de generalizar los 
resultados de la investigación a otros entornos o muestras. Los estudios rara vez se llevan a 
cabo para descubrir relaciones entre variables para un grupo de personas en un momento 
determinado; antes bien, su objetivo suele consistir en poner al descubierto relaciones 
perdurables cuyo conocimiento pueda emplearse para mejorar la condición humana. 
Finalmente la fiabilidad, cuyo objetivo es evaluar la estabilidad de las puntuaciones 
entre los diferentes elementos que componen el instrumento de medición. Es por ello que 
la presente investigación aborda el grado en que los resultados del estudio son extraídos 
correctamente de los participantes del mismo, a través de una encuesta validada, que 
garantiza la fiabilidad de la información recabada, para ratificarla se utilizó el coeficiente 
Alfa de Cronbach basado en un modelo de consistencia interna”. 
III. RESULTADOS. 
III.1 Resultados en Tablas y Figuras. 







  TABLA N° 01   
1.  ¿Cree usted que el Estado debería modificar el Código Penal para controlar los delitos graves en 
adolescentes de 16 años? 
Descripción Frecuencia Porcentaje 
TD 18 9.7 
D 44 23.8 
NA/ND 19 10.3 
A 53 28.6 
TA 51 27.6 






Figura 1.De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que 27.6% está 
totalmente de acuerdo, 28.6% está de acuerdo, consideran que el Estado si debe modificar 
el Código Penal para controlar la comisión de delitos graves en adolescentes de 16 años en 
la ciudad de Chiclayo, 23.8% está en desacuerdo, 9.7% está totalmente en desacuerdo, 


















  TABLA N° 02   
2.  ¿Considera ud que los jueces de familia de Chiclayo se encuentran limitados por la norma 
actual cuando sentencian a adolescentes de 16 años por delitos graves? 
Descripción Frecuencia Porcentaje 
TD 21 11.4 
D 46 24.9 
NA/ND 6 3.2 
A 60 32.4 
TA 52 28.1 




Figura 2.De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que 28.1% está 
totalmente de acuerdo, 32.4% está de acuerdo, consideran que los jueces de familia si se 
encuentran limitados por la norma actual cuando sentencian a adolescentes de 16 años, por 
la comisión de delitos graves en la ciudad de Chiclayo, 24.9% está en desacuerdo, 11.4% 
está totalmente en desacuerdo, consideran que los jueces no se encuentran limitados, y el 



















  TABLA N° 03   
3.    ¿Se le puede atribuir capacidad a los adolescentes mayores de 16 años por la comisión de 
delitos graves? 
Descripción Frecuencia Porcentaje 
TD 28 15.1 
D 29 15.7 
NA/ND 19 10.3 
A 40 21.6 
TA 69 37.3 




Figura 3.De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que 37.3% está 
totalmente de acuerdo, 21.6% está de acuerdo, consideran que los adolescentes de 16 años 
si poseen capacidad, es decir saben distinguir entre lo bueno y lo malo de sus actos, 15.7% 
está en desacuerdo, 15.1% está totalmente en desacuerdo, consideran que los adolescentes 




















  TABLA N° 04   
4.    ¿A su criterio le parece que existen vacios legales que imposibilitan la sanción a adolescentes 
de 16 años en el código penal peruano? 
Descripción Frecuencia Porcentaje 
TD 8 4.3 
D 24 13.0 
NA/ND 7 3.8 
A 88 47.6 
TA 58 31.4 




Figura 4.De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que 31.4% está 
totalmente de acuerdo, 47.6% está de acuerdo, consideran que si existen vacios legales en 
la legislación actual que imposibilitan la sanción a los adolescentes de 16 años que 
cometen  delitos graves en la ciudad de Chiclayo,13.0% está en desacuerdo, 4.3% está 























  TABLA N° 05   
05.  ¿Considera usted que a los adolescentes de 16 años de edad involucrados en delitos graves 
en la ciudad de Chiclayo deberían pasar una pericia psicológica? 
Descripción Frecuencia Porcentaje 
TD 21 11.4 
D 48 25.9 
NA/ND 20 10.8 
A 51 27.6 
TA 45 24.3 




Figura 05.De acuerdo a los datos obtenidos se puede establecer que 24.3% está 
totalmente de acuerdo, 27.6% está de acuerdo, consideran que los adolescentes de 16 años 
en la ciudad de Chiclayo, que cometen delitos graves, deben pasar una pericia psicológica 
para establecer su responsabilidad penal, 25.9% está en desacuerdo, 11.4% está totalmente 




















De la presentación e interpretación de los resultados podemos constatar lo siguiente: 
De la figura 1.  
Respecto a los magistrados tanto jueces y fiscales y los abogados especialistas 
consideran que si es posible reducir la edad de imputación penal, pero también hay un 
sector que consideran que no es posible dicha reducción de la edad por la existencia de 
tratados internacionales los cuales nuestro País se comprometió a cumplir con el objetivo 
de proteger a los adolescentes. 
De la figura 2. 
Los profesionales encuestados en su gran mayoría opinan que los jueces y 
operadores del derecho si se encuentran limitados por la norma actual al sentenciar a 
adolescentes de 16 años por cometer delitos graves, pues la norma actual los considera 
inimputables. 
De la figura 3. 
Los  profesionales  encuestados  manifestaron  que si se les puede atribuir 
capacidad a los adolescentes de 16 años pues saben diferenciar y distinguir entre lo bueno 
y lo malo de sus actos, así mismo los delitos  reprimidos con las medidas socio educativas 
son ineficaces y quedan en la impunidad, como resultado los adolescentes vuelven a 
reincidir en su accionar y la comisión de sus actos ilícitos. 
De la figura 4. 
La comunidad jurídica entrevistada considera que si existen vacios legales en 
nuestra legislación actual, pero también hay un sector de esta misma comunidad jurídica 
que considera que no existen tales vacios legales. La realidad demuestra que es necesario 
tomar acciones drásticas para poder controlar la delincuencia juvenil en la comisión de 
delitos graves. 





Los profesionales encuestados en su amplia mayoría considera que si es necesario 
que los adolescentes que cometen delitos graves pasen una pericia psicológica para 
establecer la responsabilidad de sus actos. 
III.2 Discusión de Resultados. 
Una vez obtenidos los resultados y de acuerdo a la investigación realizada en 
literatura especializada, procedo ahora a elaborar la discusión de resultados: 
En primer lugar de acuerdo a los resultados obtenidos de la tabla y figura Nº 3 he 
llegado a la conclusión y concuerdo con lo que afirman los siguientes autores: 
“En ese sentido, en el caso de personas de 16 años de edad que de manera 
voluntaria perpetran delito, no se puede decir que sean verdaderos sujetos 
irresponsables o inimputables, pese a lo cual ello se presume legalmente 
iure et de iure, sin admitir prueba en contrario, sobre la base de una 
consideración de política criminal” (Cámara Arroyo, 2013.) 
Por su parte, Bolea Bardón estima: 
“Que los menores van a ser considerados plenamente responsables de los 
riesgos que crean, siempre que les sea objetiva y subjetivamente 
imputables, independientemente de que el Derecho les declare exentos de 
responsabilidad criminal”. (Bolea Bardón, 2000) 
Es así que el profesor Peña Cabrera Freyre A., enfatiza que muchos adolescentes de 
16 años de edad saben perfectamente lo que están haciendo y conocen de las consecuencias 
de sus actos, siendo por lo tanto penalmente responsables; no obstante, lo cual son 
encausados en la jurisdicción de familia y sometidos a sanciones que, en ocasiones, 
también importan una privación de libertad. 
“En segundo lugar se ha podido constatar que la inimputabilidad de menores 
infractores inciden de manera negativa en la Seguridad Ciudadana, tal como lo demuestran 
los indicadores, resultado del trabajo  de investigación (cuestionarios a jueces, fiscales de 
familia y abogados), según los resultados obtenidos de las tablas y figuras Nº 4 y 05, donde 





van en aumento desmesuradamente durante el último quinquenio tanto en la ciudad de 
Chiclayo como a nivel nacional”. 
Las respuestas obtenidas por los especialistas en las tablas 4 y 05“denotan que los 
menores infractores tienen la capacidad suficiente para distinguir entre lo bueno y lo malo, 
y reconocen que sus actos ilícitos son considerados delitos”. 
Es así que señalan que, “indudablemente hay un criterio de conciencia por parte de 
estos sujetos adolescentes, teniendo en cuenta los criterios neurológicos. Son personas 
conscientes de su actuar, obedecen a determinados tiempos de comportamientos, ya que 
están internalizados como parte de su actuar. Por lo mismo se tiene que revaluar aspectos 
jurídicos, teniendo en cuenta el aspecto cronológico del menor, donde menores alcanzan  
madurez temprana”. 
Finalmente puedo decir que “frente a los datos estadísticos y a la realidad que 
vivimos día a día de casi total inseguridad, por las acciones u omisiones de los mayores de 
edad, a la que se suma cada vez más la inseguridad ocasionada por “menores de edad”, el 
Estado no puede quedarse inactivo, por ello es necesario y urgente someter a debate el 
tema tocado en el presente trabajo de investigación, en los diferentes niveles del gobierno, 
para impedir y poder controlar el que menores de edad continúen cometiendo actos ilícitos 
amparados en su edad cronológica, y que a partir de una legislación nueva la misma sea un 
disuasivo para los menores de edad, pues las sanciones serán más severas, además de que 
los menores que infrinjan la Ley serán recluidos en resguardo de la sociedad”. 
Y,de acuerdo a la tabla y figura Nº 1 los resultados obtenidos y comparándolos  con 
el derecho comparado países como Argentina y Bolivia han establecido la responsabilidad 
penal en los adolescentes. 
De esta manera el estado peruano no puede permanecer indiferente frente a la 
realidad de los hechos y debe seguir los modelos de responsabilidad penal juvenil de los 
países antes mencionados. 
En el caso de Bolivia, según el artículo 5 de su Código Penal señala que: La ley 
penal no reconoce ningún fuero ni privilegio personal, pero sus disposiciones se aplicarán a 





1768, 1997); asimismo, el artículo 389 del Código de Procedimiento Penal, señala que: 
Cuando un mayor de dieciséis (16) y menor de dieciocho (18) años, sea imputado de la 
comisión de un delito, en la investigación y juzgamiento se procederá con arreglo a las 
normas ordinarias de este Código, (…)”. (Ley N° 1970, 1999). 
“En el caso de Argentina, en su artículo 1° de la Ley 22278 – Régimen Penal de la 
Minoridad, señala que: No es punible el menor que no haya cumplido dieciséis años de 
edad. (…). (Ley N° 22278 modificado por la Ley N° 22803, 1983). 
Asimismo, en Argentina el Gobierno quiere bajar la edad de imputabilidad de 16 a 
14 años; argumenta que: “Impulsamos la reforma del régimen penal juvenil porque la ley 
actual es de la época de la dictadura  y debe ser modificada. En esa discusión se pondrá 
sobre la mesa el tema de la edad de imputabilidad pero, principalmente, el tratamiento de 
los jóvenes en conflicto con la ley penal”, confirmó a Clarín el ministro de Justicia, 
Germán Garavano”. (Clarín, 2017). 
IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES. 
IV.1 Conclusiones. 
1.El “incremento de la delincuencia juvenil y la comisión de delitos graves tales 
como; el asesinato por encargo conocido como el sicariato, robo agravado, feminicidio, 
parricidio, extorsión agravada, etc., son delitos que se viene dando y van creciendo de 
manera exponencial en los últimos años en el Perú y al parecer últimamente, las bandas del 
crimen organizado, han utilizado menores para cometer sus crímenes, dado que los adultos 
no lo hacen por sentirse más expuestos, a través de engaños y dinero, convencen a jóvenes, 
diciéndoles que a ellos, por ser menores, ''no les pasará nada sí los agarran'', son argumento 
suficiente de que las sanciones que se imponen resultan demasiado compasivas, no acorde 
con los delitos cometidos por estos adolescentes, evadiendo las penas más severas debido a 
que tienen una responsabilidad jurídica restringida”. 
2. La comisión de delitos graves del adolescente infractor en el distrito de Chiclayo, 
se ve afectada por discordancias  normativas, aplicativas, que están relacionados 
causalmente y se explican, por el hecho de que existen planteamientos teóricos 





delitos graves. Este factor de inimputabilidad es uno de los factores influyentes y más 
transcendentales en la comisión de delitos graves en adolescentes en la ciudad de Chiclayo 
y de todo el Perú”. 
4. “Establecer responsabilidad penal en los adolescentes que cometen delitos 
graves, no transgrede el corpus Iuris internacional en materia  de niñez y adolescencia, 
como muchos políticos y estudiosos aducen como una barrera infranqueable.  
La convención sobre derechos del niño de (1989), establece que la mayoría de edad 
se adquiere a los 18 años, también es cierto que dicho instrumento internacional deja 
abierta la posibilidad para que cada Estado regule esa situación de manera diferente en su 
legislación interna y conforme a su realidad, tal como profiere el tenor literal de la 
Convención en su artículo 40 inciso 3 apartado a), "El establecimiento de una edad mínima 
antes de la cual se presumirá que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes 
penales”, máxime no encontramos un impedimento legal, si en caso, haya que modificar la 
edad de la imputabilidad penal,  
IV.2 Recomendaciones. 
Primero: Que el “Estado en lo referente a la Prevención Social, aplique los mecanismos 
más idóneos, con la finalidad de garantizar la paz social y la tranquilidad ciudadana, con el 
objeto de evitar que se siga cometiendo delitos graves por parte de los adolescentes 
infractores, que los considera sujetos inimputables según el Art. 20 del Código Penal”. 
Segundo: Es necesario que la “política criminal y políticas públicas que emplee el Estado 
para controlar la delincuencia juvenil, contemple las reformas  que se deben realizar a la 
presente  legislación actual y al código penal vigente, para poder establecer 











BERDUGO GOMEZ DE LA TORRE en Lecciones de Derecho Penal, Op Cit p 201-228 
BUSTO RAMIREZ, Juan “Imputabilidad y  edad Penal” en Justicia Penal y Sociedad, 
Revista Guatemalteca de Ciencias Penales, Op Cit. p 119. 
BERDUGO GOMEZ DE LA TORRE, Ignacio Op Cit p 229. 
BUSTOS RAMIREZ, Juan Op Cit, p 123. 
BUSTOS RAMIREZ, Juan Op Cit, p 124. 
CABALLERO, A. (2005). Metodología de la investigación científica- diseños con 
hipótesis explicativas. Edit. San Marcos. Lima-Perú 
CABANELLAS, G. (2002). Diccionario Jurídico Elemental. Editorial Heliasta. Edición 
revisada y actualizada. Lima-Perú 
CABANELLAS, Guillermo. “Diccionario de Derecho Usual”. Sexta Edición. 1968. Pág. 
604. 
CABANELLAS, Guillermo. “Diccionario de Derecho Usual”. Vigésima Octava Edición. 
1968. Pág.144. 
CARRANCÁ Y TRUJILLO, Raúl. Et. al., Derecho penal mexicano, parte general, Ed. 
Porrúa, México, 1995, p. 635  
CARRANZA E., Maxera R. (1995). El control social sobre niños, niñas y adolescentes en 
América Latina, En: Ministerio de Justicia de El Salvador y otros, La niñez y la 
adolescencia en conflicto con la ley penal, Editorial Hombres de Maíz, San 
Salvador. 
CÁRDENAS, DÁVILA Luz, N. (2009). Menor infractor y justicia penal juvenil 
(producción intelectual), ProQuest ebrary. Universidad Católica de Santa María. 
Cuba. 
CÁRDENAS, N. (2009). Menor infractor y justicia penal juvenil. Doctorado en derecho. 
Universidad católica de Santa María. Arequipa-Perú 
CÁRDENAS DÁVILA, Nelly Luz. Menor infractor y justicia penal juvenil, 2009, p.22-27 
CRUZ y CRUZ, Elba. Los menores de edad Infractores de la ley penal, 2010, p.60 





CONTRERAS FERNÁNDEZ, Arístides Baldomero. Análisis de la responsabilidad penal 
de los menores y adolescentes al alcance de la ley 1098 de 2006 (Código de la 
infancia y la adolescencia). Bogotá D.C, 2012, p. 03. 
CUELLO, J. (2010). Reflexiones sobre la capacidad de culpabilidad del menor y su  
tratamiento educativa. Criminet. Perú. 
CHANAME, R. (2009). Diccionario Jurídico Términos y conceptos. Lima. ARA Editores 
CHUNGA LAMONJA, Fermín (2001) Derecho de Menores. Comentarios del nuevo 
Código de los Niños y Adolescentes (Ley 27337). Editorial Grijley. 5ta edición. 
Lima-Perú. 
CHUNGA LAMONJA, Fermín, El Adolescente Infractor y la Ley Penal, 2001, p. 88. 
DEL CARPIO, C. (2001). Derecho de los niños y adolescentes. Arequipa. 
ESPINOZA, Galo. Enciclopedia Jurídica. Volumen I. Editorial Instituto de Informática 
Legal, Quito – Ecuador 1986- Pág. 89 y 90. 
FLORES, P. (2001). Diccionarios de términos jurídicos. Tomo III. Edit. Marisol S.A. 
Lima- Perú. 
GARCÍA MÉNDEZ, Emilio, Infancia, ley y democracia: Una cuestión de justicia, 
Colombia, Temis – De palma, 1998, p. 12, Disponible en: http: 
//www.iin.oea.org/infancia_ley_y_democracia.pdf, Fecha de captura: 16-02-2017 
GARCIA MENDEZ, Emilio "Infancia y Derechos Humanos" Estudios Básicos de 
Derechos Humanos II Primera Edición 1995, San José de Costa Rica, p 298 
GARCÍA MÉNDEZ, Emilio. Legislaciones infanto juveniles en América Latina y 
Tendencias en “Los Adolescentes y la Justicia” CEAPAZ, Lima 2000, p 60 y 61, El 
artículo original fue preparado para un evento denominado “La Niñez y la 
adolescencia en conflicto con la ley penal, Un derecho Penal para la Libertad y la 
Responsabilidad PNUD, El Salvador, 1995. 
GARCIA MENDEZ, Emilio ibídem " Legislaciones Infanto Juveniles en América Latina", 
citado por Material elaborado para la Academia de la Magistratura por CEAPAZ 
Lima, 1998, p. 15 
GARCÍA, P.  (2008). Lecciones del Derecho Penal.  Editorial Grijley, Lima-Perú. 





GOLDSTEIN, Raúl. “Diccionario de Derecho Penal y Criminología. 2da. Edición. 
Editorial ASTREA.- Buenos Aires – Argentina. 1983. Pág. 202. 
GOLDSTEIN, Raúl. “Diccionario de Derecho Penal y Criminología. 2da. Edición. 
Editorial ASTREA.- Buenos Aires – Argentina. 1983. Pág. 203. 
GOLDSTEIN, Raúl. Ob. Cit. Pág. 205. 
HERNÁNDEZ ALARCÓN, Christian. El debido proceso y la justicia penal juvenil, 2005, 
p.16 
HERNANDEZ ALARCON, Christian "La investigación Tutelar en el Nuevo Código de 
los Niños y Adolescentes" Publicado en la Revista Niñez y Adolescencia Nº 9m 
Dic. 2000, p 30. Posteriormente se derogó dicha transferencia de competencias. 
HERNANDEZ ALARCON, Christian, artículo “Aproximación al Sistema de Justicia 
Penal Juvenil Peruano”, publicado en la página web www.teleley.com, cita a 
CHUNGA LA MONJA, Fermín, Exposición de Motivos del Código de Menores, p. 
79, citado en Los Adolescentes y la Justicia, CEAPAZ, Lima, 2000, p. 26.  
HERNANDEZ ALARCON, Christian, artículo “Aproximación al Sistema de Justicia 
Penal Juvenil Peruano”, publicado en la página web www.teleley.com  
HERNANDEZ ALARCON, Christian, artículo “Aproximación al Sistema de Justicia 
Penal Juvenil Peruano”, publicado en la página web www.teleley.com, cita a 
CHUMGA LA MONJA, Fermín, Exposición de Motivos del Código de Menores, 
p. 79, citado en Los Adolescentes y la Justicia, CEAPAZ, Lima, 2000, p. 79-80. 
HERNANDEZ ALARCON, Christian, artículo “Aproximación al Sistema de Justicia 
Penal Juvenil Peruano”, publicado en la página web www.teleley.com.  
MARTÍNEZ RINCONES, J.F. (1987) El enfermo mental que comete delitos. Edición del 
Rectorado. Universidad de Los Andes. Mérida, Venezuela. 
MARTÍNEZ RINCONES, J.F. (1991) Responsabilidad penal y, homicidio. Editorial Alfa 
Mérida. Venezuela 
Ob.cit., hace referencia a la Exposición de Motivos del Código Penal de 1924 en ESPINO 





OSSORIO, Manuel. “Diccionario de Ciencias, Jurídicas, Política y Sociales”.- Buenos 
Aires – Argentina.- Editorial Heliasta. SRL.- Pág. 50. 
PALOMBA, Federico. Tendencias evolutivas en la protección de los menores de edad. En; 
La niñez y adolescencia en conflicto con la ley penal. Un nuevo Derecho Penal 
Juvenil, un derecho para la libertad y la responsabilidad. Ministerio de Justicia de la 
República de El Salvador. Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD), 1995, El Salvador, p.11. 
PEÑA CABRERA, A. (2013). El USO de menores de edad e inimputables en la comisión 
de delitos como circunstancia agravante: ¿Autoría mediata o instigación? Gaceta 
Penal & Procesal Penal, N° 49. 
RUBIO CORREA Marcial, “La Interpretación de la Constitución según el Tribunal 
Constitucional”, Fondo Editorial PUCP, 2005 p 128. 
TORRES VASQUEZ, Aníbal, Introducción al Derecho, Segunda Edición, Editorial Temis 
S.A., Bogotá, 2001. 
VILLAVICENCIO T., Felipe, Lecciones de Derecho Penal, Editorial Cuzco S.A., Lima 
1990. 
VILLA, Jr (2008). Derecho Penal parte general. Editorial Grijley, tercera edición. Lima –
Perú 
VIÑAS, Raúl Horacio. Delincuencia juvenil y derecho penal de menores. Editorial, 
Buenos Aires, Argentina, 1983, pp. 25-26. 
Ibídem, p. 28.  
VONMARO, P. (2015). Análisis de la clandestinidad juvenil para una sociología 
criminológica de las pandillas. Actualidad Penal. Perú. 
ZAFFARONI, E. (1998). Manual de Derecho Penal- Parte General Tomo I, Ediciones 
Jurídicas. 
Código del Niño y el Adolescente, Exposición de Motivos, Edición Oficial del Ministerio 
de Justicia, Lima 1996.  
Código de los Niño y Adolescentes, Juristas Editores E.I.R.L., Lima 2009.  
Constitución Política del Estado Peruano, Lima, 1993.  
Código Civil Peruano, Juristas Editores EIRL, Lima, 2009.  







                  
  MATRIZ DE CONSISTENCIA           
                  








































Reformar el C.P 
para controlar la 
comisión de 
delitos graves  en  
adolescentes de 
la ciudad de 








graves  en  
adolescente



































































estado actual de 
la comisión de 
delitos graves  en  
adolescentes de 
la ciudad de 





influyentes en la 
comisión de 
delitos graves  en  
adolescentes de 
la ciudad de 











graves en  
adolescentes de 
la ciudad de 






reforma en el 
Código Penal en 
la comisión de 
delitos graves. 
 








Preguntas guía para encuesta a la comunidad jurídica de la ciudad de Chiclayo 
Variable Dependiente: 




1. ¿Cree usted que los adolescentes de 16 años estén conscientes de sus actos cuando 
cometen delitos graves? 
2. ¿Se le puede atribuir capacidad a los adolescentes mayores de 16 años por la 
comisión de delitos graves?   
3. ¿Considera usted que la medida de internamiento preventivo en la norma ayudan a 
los adolescentes a su reinserción en la sociedad chiclayana? 
4. ¿Cree usted que sería factible someter a un adolescente de 16 años a un proceso 
penal por la comisión de delitos graves?  
5. ¿Puede ser responsable penalmente un inimputable? 
6. ¿Cree usted que los adolescentes menores de 18 años no tienen la voluntad para 
cometer delitos?  
7. ¿Cree usted que esfactible someter a un menor de edad a un procesopenal? 
8. ¿Cree usted que hay aumento de la delincuencia juvenil especialmente en el sector 
de adolescentes de 16 años en la ciudad de Chiclayo?  
9. ¿A su criterio le parece que existen vacios legales que imposibilitan la sanción a 
adolescentes de 16 años en el código penal peruano? 
10. ¿Cree usted que tan solo por ser "menores de edad" según el código penal deben ser 
inimputables los adolescentes de 16 años en la ciudad de Chiclayo? 
11. ¿Cree ud que el código penal peruano debería ser modificado sólo para el caso de la 
disminución de edad a 16 años en los adolescentes por delitos graves?  
12. ¿Cree usted que los adolescentes de 16 años que delinquen por delitos graves en la 





13. ¿Cree ustedque se debería sentar un precedente en la ciudad de Chiclayo al 
considerar capaces a los adolescentes de 16 años? 
14. ¿Considera usted que a los adolescentes de 16 años de edad involucrados en delitos 
graves en la ciudad de Chiclayo deberían pasar una pericia psicológica? 
15. ¿A su criterio la inimputabilidad de los adolescentes es un factor para el aumento 
de delitos graves en la ciudad de Chiclayo? 
 
